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the Convention enters into force. In such event the Con-
vention shall cease to have effect:

a) In Hungary:

i) In respect of taxes withheld at source,
to amounts of income derived on or after
1 January in the calendar year next fol-
lowing the year in which the notice is
given;

ii) In respect of other taxes on income, to
taxes chargeable for any taxable year
beginning on or after 1 January in the
calendar year next following the year in
which the notice is given;

b) In Portugal:

i) In respect of taxes withheld at source,
the fact giving rise to them appearing on
or after the first day of January next fol-
lowing the date on which the period spec-
ified in the said notice of termination
expires;

ii) In respect of other taxes as to income
arising in the fiscal year beginning on or
after the first day of January next fol-
lowing the date on which the period spec-
ified in the said notice of termination
expires.

In witness whereof the undersigned, duly authorized
thereto, have signed this Convention.

Done at Lisbon, on 16th May, in two originals, each
in the Portuguese, Hungarian, and English languages,
the three texts being equally authentic. In case of any
divergence of interpretation, the English text shall
prevail.

For the Portuguese Republic:

For the Republic of Hungary:

Resolução da Assembleia da República n.o 5/99

APROVA, PARA RATIFICAÇÃO, A CONVENÇÃO SOBRE A PROIBIÇÃO
DA UTILIZAÇÃO, ARMAZENAGEM, PRODUÇÃO E TRANSFERÊN-
CIA DE MINAS ANTIPESSOAL E SOBRE A SUA DESTRUIÇÃO,
ABERTA PARA ASSINATURA EM OTAVA NO DIA 3 DE DEZEMBRO
DE 1997.

A Assembleia da República resolve, nos termos dos
artigos 161.o, alínea i), e 166.o, n.o 5, da Constituição,
aprovar, para ratificação, a Convenção sobre a Proibição
da Utilização, Armazenagem, Produção e Transferência

de Minas Antipessoal e sobre a Sua Destruição, cujo
texto nas versões autênticas em árabe, chinês, espanhol,
inglês, francês e russo e respectiva tradução na língua
portuguesa seguem em anexo.

Aprovada em 23 de Outubro de 1998.

O Presidente da Assembleia da República, António
de Almeida Santos.
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CONVENCIÓN SOBRE LA PROHIBICIÓN DEL EMPLEO, ALMACENA-
MIENTO, PRODUCCIÓN Y TRANSFERENCIA DE MINAS ANTIPER-
SONAL Y SOBRE SU DESTRUCCIÓN.

Preámbulo

Los Estados Parte:

Decididos a poner fin al sufrimiento y las muertes
causadas por las minas antipersonal, que matan
o mutilan a cientos de personas cada semana,
en su mayor parte civiles inocentes e indefensos,
especialmente niños, obstruyen el desarrollo eco-
nómico y la reconstrucción, inhiben la repatria-
ción de refugiados y de personas desplazadas
internamente, además de ocasionar otras severas
consecuencias muchos años después de su
emplazamiento;

Creyendo necesario hacer sus mejores esfuerzos
para contribuir de manera eficiente y coordinada
a enfrentar el desafío de la remoción de minas
antipersonal colocadas en todo el mundo, y a
garantizar su destrucción;

Deseando realizar sus mejores esfuerzos en la pres-
tación de asistencia para el cuidado y rehabi-
litación de las víctimas de minas, incluidas su
reintegración social y económica;

Reconociendo que una prohibición total de minas
antipersonal sería también una importante
medida de fomento de la confianza;

Acogiendo con beneplácito la adopción del Pro-
tocolo sobre prohibiciones o restricciones del
empleo de minas, armas trampa y otros arte-
factos, según fuera enmendado el 3 de mayo de
1996 y anexo a la Convención sobre prohibicio-
nes o restricciones del empleo de ciertas armas
convencionales que puedan considerarse exce-
sivamente nocivas o de efectos indiscriminados;
y haciendo un llamado para la pronta ratificación
de ese Protocolo por parte de aquellos Estados
que aún no lo han hecho;

Acogiendo con beneplácito, asimismo, la Resolu-
ción 51/45 S del 10 de diciembre de 1996 de
la Asamblea General de las Naciones Unidas,
en la que se exhorta a todos los Estados a que
procuren decididamente concertar un acuerdo
internacional eficaz y de cumplimiento obliga-
torio para prohibir el uso, el almacenamiento,
la producción y la transferencia de las minas
terrestres antipersonal;

Acogiendo con beneplácito, además, las medidas
tomadas durante los últimos años, tanto unila-
terales como multilaterales, encaminadas a pro-
hibir, restringir o suspender el empleo, alma-
cenamiento, producción y transferencia de minas
antipersonal;

Acogiendo con beneplácito, además, las medidas
tomadas durante los últimos años, tanto unila-
terales como multilaterales encaminadas a pro-
hibir, restringir o suspender el empleo, alma-
cenamiento, producción y transferencia de minas
antipersonal;

Poniendo de relieve el papel que desempeña la
conciencia pública en el fomento de los prin-
cipios humanitarios, como se ha puesto de mani-
fiesto en el llamado hecho para lograr una total
prohibición de minas antipersonal, y recono-
ciendo los esfuerzos que con ese fin han empren-
dido el Movimiento de la Cruz Roja y la Media
Luna Roja, la Campaña Internacional para la
Prohibición de las Minas y otras numerosas orga-
nizaciones no gubernamentales de todo el mun-
do;

Recordando la Declaración de Ottawa del 5 de
octubre de 1996 y la Declaración de Bruselas
del 27 de junio de 1997, que instan a la comu-
nidad internacional a negociar un acuerdo inter-
nacional jurídicamente vinculante que prohíba
el uso, el almacenamiento, la producción y la
transferencia de minas antipersonal;

Poniendo énfasis en el deseo de lograr que todos
los Estados se adhieran a esta Convención, y
decididos a trabajar denodadamente para pro-
mover su universalidad en todos los foros per-
tinentes, incluyendo, entre otros, las Naciones
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Unidas, la Conferencia de Desarme, las orga-
nizaciones y grupos regionales, y las conferencias
de examen de la Convención sobre prohibiciones
o restricciones del empleo de ciertas armas con-
vencionales que puedan considerarse excesiva-
mente nocivas o de efectos indiscriminados;

Basándose en el principio del derecho internacional
humanitario según el cual el derecho de las par-
tes en un conflicto armado a elegir los métodos
o medios de combate no es ilimitado, en el prin-
cipio que prohíbe el empleo, en los conflictos
armados, de armas, proyectiles, materiales y
métodos de combate de naturaleza tal que cau-
sen daños superfluos o sufrimientos innecesarios,
y en el principio de que se debe hacer una dis-
tinción entre civiles y combatientes;

han convenido en lo siguiente:

Artículo 1

Obligaciones generales

1 — Cada Estado Parte se compromete a nunca, y
bajo ninguna circunstancia:

a) Emplear minas antipersonal;
b) Desarrollar, producir, adquirir de un modo u

otro, almacenar, conservar o transferir a cual-
quiera, directa o indirectamente, minas anti-
personal;

c) Ayudar, estimular o inducir, de una manera u
otra, a cualquiera a participar en una actividad
prohibida a un Estado Parte, conforme a esta
Convención.

2 — Cada Estado Parte se compromete a destruir o
a asegurar la destrucción de todas las minas antipersonal
de conformidad con lo previsto en esta Convención.

Artículo 2

Definiciones

1 — Por «mina antipersonal» se entiende toda mina
concebida para que explosione por la presencia, la proxi-
midad o el contacto de una persona, y que incapacite,
hiera o mate a una o más personas. Las minas diseñadas
para detonar por la presencia, la proximidad o el con-
tacto de un vehículo, y no de una persona, que estén
provistas de un dispositivo antimanipulación, no son
consideradas minas antipersonal por estar así equipadas.

2 — Por «mina» se entiende todo artefacto explosivo
diseñado para ser colocado debajo, sobre o cerca de
la superficie del terreno u otra superficie cualquiera
y concebido para explosionar por la presencia, la proxi-
midad o el contacto de una persona o un vehículo.

3 — Por «dispositivo antimanipulación» se entiende
un dispositivo destinado a proteger una mina y que
forma parte de ella, que está conectado, fijado, o colo-
cado bajo la mina, y que se activa cuando se intenta
manipularla o activarla intencionadamente de alguna
otra manera.

4 — Por «transferencia» se entiende, además del tras-
lado físico de minas antipersonal hacia o desde el terri-
torio nacional, la transferencia del dominio y del control

sobre las minas, pero que no se refiere a la transferencia
de territorio que contenga minas antipersonal colocadas.

5 — Por «zona minada» se entiende una zona peli-
grosa debido a la presencia de minas o en la que se
sospecha su presencia.

Artículo 3

Excepciones

1 — Sin perjuicio de las obligationes generales con-
tenidas en el artículo 1, se permitirá la retención o la
transferencia de una cantidad de minas antipersonal
para el desarrollo de técnicas de detección, limpieza
o destrucción de minas y el adiestramiento en dichas
técnicas. La cantidad de tales minas no deberá exceder
la cantidad mínima absolutamente necesaria para rea-
lizar los propósitos mencionados más arriba.

2 — La transferencia de minas antipersonal está per-
mitida cuando se realiza para su destrucción.

Artículo 4

Destrucción de las existencias de minas antipersonal

Con excepción de lo dispuesto en el artículo 3, cada
Estado Parte se compromete a destruir, o a asegurar
la destrucción de todas las existencias de minas anti-
personal que le pertenezcan o posea, o que estén bajo
su jurisdicción o control, lo antes posible, y a más tardar
en un plazo de 4 años, a partir de la entrada en vigor
de esta Convención para ese Estado Parte.

Artículo 5

Destrucción de minas antipersonal colocadas en las zonas minadas

1 — Cada Estado Parte se compromete a destruir,
o a asegurar la destrucción de todas las minas anti-
personal colocadas en las zonas minadas que estén bajo
su jurisdicción o control, lo antes posible, y a más tardar
en un plazo de 10 años, a partir de la entrada en vigor
de esta Convención para ese Estado Parte.

2 — Cada Estado Parte se esforzará en identificar
todas las zonas bajo su jurisdicción o control donde se
sepa o se sospeche que hay minas antipersonal, y adop-
tará todas las medidas necesarias, tan pronto como sea
posible, para que todas las minas antipersonal en zonas
minadas bajo su jurisdicción o control tengan el perí-
metro marcado, estén vigiladas y protegidas por cercas
y otros medios para asegurar la eficaz exclusión de civi-
les, hasta que todas las minas antipersonal contenidas
en dichas zonas hayan sido destruidas. La señalización
deberá ajustarse, como mínimo, a las normas fijadas
en el Protocolo sobre prohibiciones o restricciones del
empleo de minas, armas trampa y otros artefactos,
enmendado el 3 de mayo de 1996 y anexo a la Con-
vención sobre prohibiciones o restricciones del empleo
de ciertas armas convencionales que puedan conside-
rarse excesivamente nocivas o de efectos indiscrimi-
nados.

3 — Si un Estado Parte cree que será incapaz de des-
truir o asegurar la destrucción de todas las minas anti-
personal a las que se hace mención en el párrafo 1
dentro del período establecido, podrá presentar una soli-
citud a la Reunión de Estados Parte o a la Conferencia
de Examen con objeto de que se prorrogue hasta un
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máximo de otros diez años el plazo para completar la
destrucción de dichas minas antipersonal.

4 — Cada solicitud contendrá:

a) La duración de la prórroga propuesta;
b) Una explicación detallada de las razones para

la prórroga propuesta, incluidos:

i) La preparación y la situación del trabajo
realizado al amparo de los programas
nacionales de desminado;

ii) Los medios financieros y técnicos dispo-
nibles al Estado Parte para destruir todas
las minas antipersonal; y

iii) Las circunstancias que impiden al Estado
Parte destruir todas las minas antiper-
sonal en las zonas minadas;

c) Las implicaciones humanitarias, sociales, eco-
nómicas y medioambientales de la prórroga; y

d) Cualquiera otra información en relación con la
solicitud para la prórroga propuesta.

5 — La Reunión de los Estados Parte o la Conferencia
de Examen deberán, teniendo en cuenta el párrafo 4,
evaluar la solicitud y decidir por mayoría de votos de
los Estados Parte, si se concede.

6 — Dicha prórroga podrá ser renovada con la pre-
sentación de una nueva solicitud de conformidad con
los párrafos 3, 4 y 5 de este artículo. Al solicitar una
nueva prórroga, el Estado Parte deberá presentar infor-
mación adicional pertinente sobre lo efectuado durante
el previo período de prórroga en virtud de este artículo.

Artículo 6
Cooperación y asistencia internacionales

1 — En el cumplimiento de sus obligaciones conforme
a esta Convención, cada Estado Parte tiene derecho
a solicitar y recibir asistencia de otros Estados Parte,
cuando sea factible y en la medida de lo posible.

2 — Cada Estado Parte se compromete a facilitar el
intercambio más completo posible de equipo, material
e información científica y técnica en relación con la apli-
cación de la presente Convención, y tendrá derecho a
participar en ese intercambio. Los Estados Parte no
impondrán restricciones indebidas al suministro de equi-
pos de limpieza de minas, ni a la correspondiente infor-
mación técnica con fines humanitarios.

3 — Cada Estado Parte que esté en condiciones de
hacerlo, proporcionará asistencia para el cuidado y reha-
bilitación de víctimas de minas, y su integración social
y económica, así como para los programas de sensi-
bilización sobre minas. Esta asistencia puede ser otor-
gada, inter alia, por el conducto del Sistema de las Nacio-
nes Unidas, organizaciones o instituciones de la Cruz
Roja y las sociedades nacionales de la Cruz Roja y la
Media Luna Roja y su Federación Internacional, orga-
nizaciones no gubernamentales, o sobre la base de acuer-
dos bilaterales.

4 — Cada Estado Parte que esté en condiciones de
hacerlo, proporcionará asistencia para las labores de
limpieza de minas y actividades relacionadas con ella.
Tal asistencia podrá brindarse, inter alia, a través del
sistema de las Naciones Unidas, organizaciones o ins-
tituciones internacionales o regionales, organizaciones
no gubernamentales, o sobre una base bilateral, o con-
tribuyendo al Fondo Fiduciario Voluntario de las Nacio-

nes Unidas de la Asistencia para la Remoción de Minas
u otros fondos regionales que se ocupen de este tema.

5 — Cada Estado Parte que esté en condiciones de
hacerlo, proporcionará asistencia para la destrucción de
las existencias de minas antipersonal.

6 — Cada Estado Parte se compromete a proporcio-
nar información a la base de datos sobre la limpieza
de minas establecida en el Sistema de las Naciones Uni-
das, especialmente la información relativa a diversos
medios y tecnologías de limpieza de minas, así como
listas de expertos, organismos de especialistas o centros
de contacto nacionales para la limpieza de minas.

7 — Los Estados Parte podrán solicitar a las Naciones
Unidas, a las organizaciones regionales, a otros Estados
Parte o a otros foros intergubernamentales o no guber-
namentales competentes que presten asistencia a sus
autoridades para elaborar un Programa Nacional de
Desminado con el objeto de determinar inter alia:

a) La extensión y ámbito del problema de las minas
antipersonal;

b) Los recursos financieros, tecnológicos y huma-
nos necesarios para la ejecución del programa;

c) El número estimado de años necesarios para
destruir todas las minas antipersonal de las
zonas minadas bajo la jurisdicción o control del
Estado Parte afectado;

d) Actividades de sensibilización sobre el problema
de las minas con objecto de reducir la incidencia
de las lesiones o muertes causadas por las minas;

e) Asistencia a las víctimas de las minas;
f) Las relaciones entre el Gobierno del Estado

Parte afectado y las pertinentes entidades guber-
namentales, intergubernamentales o no guber-
namentales que trabajarán en la ejecución del
programa.

8 — Cada Estado Parte que proporcione o reciba asis-
tencia de conformidad con las disposiciones de este artí-
culo, deberá cooperar con objecto de asegurar la com-
pleta y rápida puesta en práctica de los programas de
asistencia acordados.

Artículo 7
Medidas de transparencia

1 — Cada Estado Parte informará al Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas tan pronto como sea posible,
y en cualquier caso no más tarde de 180 días a partir
de la entrada en vigor de esta Convención para ese
Estado Parte sobre:

a) Las medidas de aplicación a nivel nacional según
lo previsto en el artículo 9;

b) El total de las minas antipersonal en existencias
que le pertenecen o posea, o que estén bajo
su jurisdicción o control, incluyendo un desglose
del tipo, cantidad y, si fuera posible, los números
de lote de cada tipo de mina antipersonal en
existencias;

c) En la medida de lo posible, la ubicación de todas
las zonas minadas bajo su jurisdicción o control
que tienen, o se sospecha que tienen, minas anti-
personal, incluyendo la mayor cantidad posible
de detalles relativos al tipo y cantidad de cada
tipo de mina antipersonal en cada zona minada
y cuándo fueron colocadas;

d) Los tipos, cantidades y, si fuera posible, los
números de lote de todas las minas antipersonal
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retenidas o transferidas de conformidad con el
artículo 3, para el desarrollo de técnicas de
detección, limpieza o destrucción de minas, y
el adiestramiento en dichas técnicas, o trans-
feridas para su destrucción, así como las ins-
tituciones autorizadas por el Estado Parte para
retener o transferir minas antipersonal;

e) La situación de los programas para la recon-
versión o cierre definitivo de las instalaciones
de producción de minas antipersonal;

f) La situación de los programas para la destruc-
ción de minas antipersonal, de conformidad con
lo establecido en los artículos 4 y 5, incluidos
los detalles de los métodos que se utilizarán
en la destrucción, la ubicación de todos los luga-
res donde tendrá lugar la destrucción y las nor-
mas aplicables en materia de seguridad y medio
ambiente que observan;

g) Los tipos y cantidades de todas las minas anti-
personal destruidas después de la entrada en
vigor de la Convención para ese Estado Parte,
incluido un desglose de la cantidad de cada tipo
de mina antipersonal destruida, de conformidad
con lo establecido en los artículos 4 y 5 res-
pectivamente, así como, si fuera posible, los
números de lote de cada tipo de mina antiper-
sonal en el caso de destrucción, conforme a lo
establecido en el artículo 4;

h) Las características técnicas de cada tipo de mina
antipersonal producida, hasta donde se conozca,
y aquellas que actualmente pertenezcan a un
Estado Parte, o que éste posea, dando a conocer,
cuando fuera razonablemente posible, la infor-
mación que pueda facilitar la identificación y
limpieza de minas antipersonal; como mínimo,
la información incluirá las dimensiones, espo-
letas, contenido de explosivos, contenido metá-
lico, fotografías en color y cualquier otra infor-
mación que pueda facilitar la labor de desmi-
nado; y

i) Las medidas adoptadas para advertir de forma
inmediata y eficaz a la población sobre todas
las áreas a las que se refiere el párrafo 2,
artículo 5.

2 — La información proporcionada de conformidad
con este artículo se actualizará anualmente por cada
Estado Parte respecto al año natural precedente y será
presentada al Secretario General de las Naciones Unidas
a más tardar el 30 de abril de cada año.

3 — El Secretario General de las Naciones Unidas
trasmitirá dichos informes recibidos a los Estados Parte.

Artículo 8
Facilitación y aclaración de cumplimiento

1 — Los Estados Parte convienen en consultarse y
cooperar entre sí con respecto a la puesta en práctica
de las disposiciones de esta Convención, y trabajar con-
juntamente en un espíritu de cooperación para facilitar
el cumplimiento por parte de los Estados Parte de sus
obligaciones conforme a esta Convención.

2 — Si uno o más Estados Parte desean aclarar y bus-
can resolver cuestiones relacionadas con el cumpli-
miento de las disposiciones de esta Convención, por
parte de otro Estado Parte, pueden presentar por con-
ducto del Secretario General de las Naciones Unidas,

una Solicitud de Aclaración de este asunto a ese Estado
Parte. Esa solicitud deberá estar acompañada de toda
información apropriada. Cada Estado Parte se abstendrá
de presentar solicitudes de aclaración no fundamenta-
das, procurando no abusar de ese mecanismo. Un
Estado Parte que reciba una Solicitud de Aclaración,
entregará por conducto del Secretario General de las
Naciones Unidas, en un plazo de 28 días al Estado Parte
solicitante, toda la información necesaria para aclarar
ese asunto.

3 — Si el Estado Parte solicitante no recibe respuesta
por conducto del Secretario General de las Naciones
Unidas dentro del plazo de tiempo mencionado, o con-
sidera que ésta no es satisfactoria, puede someter, por
conducto del Secretario General de las Naciones Unidas,
el asunto a la siguiente Reunión de los Estados Parte.
El Secretario General de las Naciones Unidas remitirá
a todos los Estados Parte la solicitud presentada, acom-
pañada de toda la información pertinente a la Solicitud
de Aclaración. Toda esa información se prensentará al
Estado Parte del que se solicita la aclaración, el cual
tendrá el derecho de réplica.

4 — Mientras que esté pendiente la Reunión de los
Estados Parte, cualquiera de los Estados Parte afectados
puede solicitar del Secretario General de las Naciones
Unidas que ejercite sus buenos oficios para facilitar la
aclaración solicitada.

5 — El Estado Parte solicitante puede proponer, por
conducto del Secretario General de las Naciones Unidas,
la convocatoria de una Reunión Extraordinaria de los
Estados Parte para considerar el asunto. El Secretario
General de las Naciones Unidas comunicará a todos
los Estados Parte esa propuesta y toda la información
presentada por los Estados Parte afectados, solicitán-
doles que indiquen si están a favor de una Reunión
Extraordinaria de los Estados Parte para considerar el
asunto. En caso de que dentro de los 14 días a partir
de la fecha de tal comunicación, al menos un tercio
de los Estados Parte esté a favor de tal Reunión Extraor-
dinaria, el Secretario General de las Naciones Unidas
convocará esa Reunión Extraordinaria de los Estados
Parte dentro de los 14 días siguientes. El quórum para
esa Reunión consistirá en una mayoría de los Estados
Parte.

6 — La Reunión de Estados Parte o la Reunión
Extraordinaria de los Estados Parte, según sea el caso,
deberá determinar en primer lugar si ha de proseguir
en la consideración del asunto, teniendo en cuenta toda
la información presentada por los Estados Parte afec-
tados. La Reunión de los Estados Parte, o la Reunión
Extraordinaria de los Estados Partes, deberá hacer todo
lo posible por tomar una decisión por consenso. Si a
pesar de todos los esfuerzos realizados no se llega a
ningún acuerdo, se tomará la decisión por mayoría de
los Estados Parte presentes y votantes.

7 — Todos los Estados Parte cooperarán plenamente
con la Reunión de los Estados Parte o con la Reunión
Extraordinaria de los Estados Parte para que se lleve
a cabo esta revisión del asunto, incluyendo las misiones
de determinación de hechos autorizadas de conformidad
con el párrafo 8.

8 — Si se requiere mayor aclaración, la Reunión de
los Estados Parte o la Reunión Extraordinaria de los
Estados Parte autorizará una misión de determinación
de hechos y decidirá su mandato por mayoría de los
Estados Parte presentes y votantes. En cualquier
momento el Estado Parte del que se solicita la aclaración
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podrá invitar a su territorio a una misión de determi-
nación de hechos. Dicha misión se llevará a cabo sin
que sea necesaria una decisión de la Reunión de los
Estados Parte o de la Reunión Extraordinaria de los
Estados Parte. La misión, compuesta de hasta 9 expertos,
designados y aceptados de conformidad con los párra-
fos 9 y 10, podrá recopilar información adicional relativa
al asunto del cumplimiento cuestionado, in situ o en
otros lugares directamente relacionados con el asunto
del cumplimiento cuestionado bajo la jurisdicción o con-
trol del Estado Parte del que se solicite la aclaración.

9 — El Secretario General de las Naciones Unidas
preparará una lista, que mantendrá actualizada, de nom-
bres, nacionalidades y otros datos pertinentes de exper-
tos cualificados recibida de los Estados Parte y la comu-
nicará a todos los Estados Parte. Todo experto incluido
en esta lista se considerará como designado para todas
las misiones de determinación de hechos a menos que
un Estado Parte lo rechace por escrito. En caso de ser
rechazado, el experto no participará en misiones de
determinación de hechos en el territorio o en cualquier
otro lugar bajo la jurisdicción o control del Estado Parte
que lo rechazó, si el rechazo fue declarado antes del
nombramiento del experto para dicha misión.

10 — Cuando reciba una solicitud procedente de la
Reunión de los Estados Parte o de una Reunión Extraor-
dinaria de los Estados Parte, el Secretario General de
las Naciones Unidas, después de consultas con el Estado
Parte del que se solicita la aclaración, nombrará a los
miembros de la misión, incluido su jefe. Los nacionales
de los Estados Parte que soliciten la realización de misio-
nes de determinación de hechos o los de aquellos Esta-
dos Parte que estén directamente afectados por ellas,
no serán nombrados para la misión. Los miembros de
la misión de determinación de hechos disfrutarán de
los privilegios e inmunidades estipulados en el artículo VI
de la Convención sobre los privilegios e inmunidades
de las Naciones Unidas, adoptada el 13 de febrero de
1946.

11 — Previo aviso de al menos 72 horas, los miembros
de la misión de determinación de hechos llegarán tan
pronto como sea posible al territorio del Estado Parte
del que se solicita la aclaración. El Estado Parte del
que se solicita la aclaración deberá tomar las medidas
administrativas necesarias para recibir, transportar y alo-
jar a la misión, y será responsable de asegurar la segu-
ridad de la misión al máximo nivel posible mientras
esté en teritorio bajo su control.

12 — Sin perjuicio de la soberanía del Estado Parte
del que se solicita la aclaración, la misión de deter-
minación de hechos podrá introducir en el territorio
de dicho Estado Parte el equipo necesario, que se
empleará exclusivamente para recopilar información
sobre el asunto del cumplimiento cuestionado. Antes
de la llegada, la misión informará al Estado Parte del
que se solicita la aclaración sobre el equipo que pretende
utilizar en el curso de su misión de determinación de
hechos.

13 — El Estado del que se solicita la aclaración hará
todos los esfuerzos posibles para asegurar que se dé
a la misión de determinación de hechos la oportunidad
de hablar con todas aquellas personas que puedan pro-
porcionar información relativa al asunto del cumpli-
miento cuestionado.

14 — El Estado Parte del que se solicita la aclaración
dará acceso a la misión de determinación de hechos
a todas las áreas e instalaciones bajo su control donde
es previsible que se puedan recopular hechos pertinentes
relativos al asunto del cumplimiento cuestionado.
Lo anterior estará sujeto a cualquier medida que el
Estado Parte del que se solicita la aclaración considere
necesario adoptar para:

a) La protección de equipo, información y áreas
sensibles;

b) La observancia de cualquier obligación consti-
tucional que el Estado Parte del que se solicita
la aclaración pueda tener con respecto a dere-
chos de propriedad, registros, incautaciones u
otros derechos constitucionales; o

c) La protección y seguridad físicas de los miem-
bros de la misión de determinación de hechos.

En caso de que el Estado Parte del que se solicita
la aclaración adopte tales medidas, deberá hacer todos
los esfuerzos razonables para demonstrar, a través de
medios alternativos, que cumple con esta Convención.

15 — La misión de determinación de hechos perma-
necerá en el territorio del Estado Parte del que se solicita
la aclaración por un máximo de 14 días, y en cualquier
sitio determinado no más de 7 días, a menos que se
acuerde otra cosa.

16 — Toda la información proporcionada con carác-
ter confidencial y no relacionada con el asunto que ocupa
a la misión de determinación de hechos se tratará de
manera confidencial.

17 — La misión de determinación de hechos infor-
mará, por conducto del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas, a la Reunión de los Estados Parte o a la
Reunión Extraordinaria de los Estados Parte, sobre los
resultados de sus pesquisas.

18 — La Reunión de los Estados Parte o la Reunión
Extraordinaria de los Estados Parte evaluará toda la
información, incluido el informe presentado por la
misión de determinación de hechos, y podrá solicitar
al Estado Parte del que se solicita la aclaración que
tome medidas para resolver el asunto del cumplimiento
cuestionado dentro de un período de tiempo especi-
ficado. El Estado Parte del que se solicita la aclaración
informará sobre todas las medidas tomadas en respuesta
a esta solicitud.

19 — La Reunión de los Estados Parte, o la Reunión
Extraordinaria de los Estados Parte, podrá sugerir a
los Estados Parte afectados modos y maneras de aclarar
aún más o resolver el asunto bajo consideración, incluido
el inicio de procedimientos apropriados de conformidad
con el Derecho Internacional. En los casos en que se
determine que el asunto en cuestión se debe a circuns-
tancias fuera del control del Estado Parte del que se
solicita la aclaración, la Reunión de los Estados Parte
o la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte podrá
recomendar medidas apropiadas, incluido el uso de las
medidas de cooperación recogidas en el artículo 6.

20 — La Reunión de los Estados Parte, o la Reunión
Extraordinaria de los Estados Parte, hará todo lo posible
por adoptar las decisiones a las que se hace referencia
en los párrafos 18 y 19 por consenso, y de no ser posible,
las decisiones se tomarán por mayoría de dos tercios
de los Estados Parte presentes y votantes.
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Artículo 9

Medidas de aplicación a nivel nacional

Cada uno de los Estados Parte adoptará todas las
medidas legales, administrativas y de otra índole que
procedan, incluyendo la imposición de sanciones pena-
les, para prevenir y reprimir cualquiera actividad pro-
hibida a los Estados Parte conforme a esta Convención,
cometida por personas o en territorio bajo su jurisdicción
o control.

Artículo 10

Solución de controversias

1 — Los Estados Parte se consultarán y cooperarán
entre sí para resolver cualquier controversia que pueda
surgir en relación con la aplicación e interpretación de
esta Convención. Cada Estado Parte puede presentar
el problema a la Reunión de los Estados Parte.

2 — La Reunión de los Estados Parte podrá contri-
buir a la solución de las controversias por cualesquiera
medios que considere apropriados, incluyendo el ofre-
cimiento de sus buenos ofícios, instando a los Estados
Parte en una controversia a que comiencen los pro-
cedimientos de solución de su elección y recomendando
un plazo para cualquier procedimiento acordado.

3 — Este artículo es sin perjuicio de las disposiciones
de esta Convención relativas a la facilitación y aclaración
del cumplimiento.

Artículo 11

Reuniones de los Estados Parte

1 — Los Estados Parte se reunirán regularmente para
considerar cualquier asunto en relación con la aplicación
o la puesta en práctica de esta Convención, incluyendo:

a) El funcionamiento y el status de esta Con-
vención;

b) Los asuntos relacionados con los informes pre-
sentados, conforme a las disposiciones de esta
Convención;

c) La cooperación y la asistencia internacionales
según lo previsto en el artículo 6;

d) El desarrollo de tecnologías para la remoción
de minas antipersonal;

e) Las solicitudes de los Estados Parte a las que
se refiere el artículo 8; y

f) Decisiones relativas a la presentación de soli-
citudes de los Estados Parte, de conformidad
con el artículo 5.

2 — La primera Reunión de los Estados Parte será
convocada por el Secretario General de las Naciones
Unidas en el plazo de un año a partir de la entrada
en vigor de esta Convención. Las reuniones subsiguien-
tes serán convocadas anualmente por el Secretario
General de las Naciones Unidas hasta la primera Con-
ferencia de Examen.

3 — Al amparo de las condiciones contenidas en el
artículo 8, el Secretario General de las Naciones Unidas
convocará a una Reunión Extraordinaria de los Estados
Parte.

4 — Los Estados no Parte en esta Convención, así
como las Naciones Unidas, otros organismos interna-
cionales o instituciones pertinentes, organizaciones
regionales, el Comité Internacional de la Cruz Roja y

organizaciones no gubernamentales pertinentes, pueden
ser invitados a asistir a estas reuniones como obser-
vadores, de acuerdo con las Reglas de Procedimiento
acordadas.

Artículo 12

Conferencias de Examen

1 — Una Conferencia de Examen será convocada por
el Secretario General de las Naciones Unidas transcur-
ridos 5 años desde la entrada en vigor de esta Con-
vención. El Secretario General de las Naciones Unidas
convocará otras Conferencias de Examen si así lo soli-
citan uno o más de los Estados Parte, siempre y cuando
el intervalo entre ellas no sea menor de cinco anõs.
Todos los Estados Parte de esta Convención serán invi-
tados a cada Conferencia de Examen.

2 — La finalidad de la Conferencia de Examen será:

a) Evaluar el funcionamiento y el status de esta
Convención;

b) Considerar la necesidad y el intervalo de pos-
teriores Reuniones de los Estados Parte a las
que se refiere el párrafo 2 del artículo 11;

c) Tomar decisiones sobre la presentación de soli-
citudes de los Estados Parte, de conformidad
con el artículo 5; y

d) Adoptar, si fuera necesario en su informe final,
conclusiones relativas a la puesta en práctica
de esta Convención.

3 — Los Estados no Partes de esta Convención, así
como las Naciones Unidas, otros organismos internacio-
nales o instituciones pertinentes, organizaciones regiona-
les, el Comité Internacional de la Cruz Roja y organi-
zaciones no gubernamentales pertinentes, pueden ser invi-
tados a asistir a cada Conferencia de Examen como obser-
vadores, de acuerdo con las Reglas de Procedimiento
acordadas.

Artículo 13

Enmiendas

1 — Todo Estado Parte podrá, en cualquier momento
después de la entrada en vigor de esta Convención, pro-
poner enmiendas a la misma. Toda propuesta de enmienda
se comunicará al Depositario, quien la circulará entre todos
los Estados Parte y pedirá su opinión sobre si se debe
convocar una Conferencia de Enmienda para considerar
la propuesta. Si una mayoría de los Estados Parte notifica
al Depositario, a más tardar 30 días después de su cir-
culación, que está a favor de proseguir en la consideración
de la propuesta, el Depositario convocará una Conferencia
de Enmienda a la cual se invitará a todos los Estados
Parte.

2 — Los Estados no Parte de esta Convención, así
como las Naciones Unidas, otras organizaciones o ins-
tituciones internacionales pertinentes, organizaciones
regionales, el Comité Internacional de la Cruz Roja y
organizaciones no gubernamentales pertinentes pueden
ser invitados a asistir a cada Conferencia de Enmienda
como observadores de conformidad con las Reglas de
Procedimiento acordadas.

3 — La Conferencia de Enmienda se celebrará inme-
diatamente después de una Reunión de los Estados
Parte o una Conferencia de Examen, a menos que una
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mayoría de los Estados Parte solicite que se celebre
antes.

4 — Toda enmienda a esta Convención será adoptada
por una mayoría de dos tercios de los Estados Parte
presentes y votantes en la Conferencia de enmienda.
El Depositario comunicará toda enmienda así adoptada
a los Estados Parte.

5 — Cualquier enmienda a esta Convención entrará
en vigor para todos los Estados Parte de esta Convención
que la haya aceptado, cuando una mayoría de los Esta-
dos Parte deposite ante el Depositario los instrumentos
de aceptación. Porteriormente entrará en vigor para los
demás Estados Parte en la fecha en que depositen su
instrumento de aceptación.

Artículo 14
Costes

1 — Los costes de la Reunión de los Estados Parte,
Reuniones Extraordinarias de los Estados Parte, Con-
ferencias de Examen y Conferencias de Enmienda serán
sufragados por los Estados Parte y por los Estados no
Partes de esta Convención que participen en ellas, de
acuerdo con la escala de cuotas de las Naciones Unidas
ajustada adecuadamente.

2 — Los costes en que incurra el Secretario General
de las Naciones Unidas con arreglo a los artículos 7
y 8, y los costes de cualquier misión de determinación
de hechos, serán sufragados por los Estados Parte de
conformidad con la escala de cuotas de las Naciones
Unidas adecuadamente ajustada.

Artículo 15
Firma

Esta Convención, hecha en Oslo, Noruega, el 18 de
septiembre de 1997, estará abierta a todos los Estados
para su firma en Ottawa, Canadá, del 3 al 4 de diciembre
de 1997, y en la sede de las Naciones Unidas en Nueva
York, a partir del 5 de diciembre de 1997 hasta su
entrada en vigor.

Artículo 16
Ratificación, aceptación, aprobación o adhesión

1 — Esta Convención está sujeta a la ratificación, la
aceptación o a la aprobación de los Signatarios.

2 — La Convención estará abierta a la adhesión de
cualquier Estado que no la haya firmado.

3 — Los instrumentos de ratificación, aceptación,
aprobación y adhesión se depositarán ante el Depo-
sitario.

Artículo 17
Entrada en vigor

1 — Esta Convención entrará en vigor el primer día
del sexto mes a partir de la fecha de depósito del cua-
dragésimo instrumento de ratificación, de aceptación,
de aprobación o de ahesión.

2 — Para cualquier Estado que deposite su instru-
mento de ratificación, de aceptación, de aprobación o
de ahesión a partir de la fecha de depósito del cua-
dragésimo instrumento de ratificación, de aceptación,
de aprobación o de ahesión, esta Convención entrará
en vigor el primer día del sexto mes a partir de la fecha
de depósito por ese Estado de su instrumento de rati-
ficación, de aceptación, de aprobación o de ahesión.

Artículo 18
Aplicación provisional

Cada Estado Parte, en el momento de depositar su
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o
adhesión, podrá declarar que aplicará provisionalmente
el párrafo 1 del artículo 1 de esta Convención.

Artículo 19
Reservas

Los artículos de esta Convención no estarán sujetos
a reservas.

Artículo 20
Duración y denuncia

1 — Esta Convención tendrá una duración ilimitada.
2 — Cada Estado Parte tendrá, en ejercicio de su

soberanía nacional, el derecho de denunciar esta Con-
vención. Comunicará dicha renuncia a todos los Estados
Parte, al Depositario y al Consejo de Seguridad de las
Naciones Unidas. Tal instrumento de denuncia deberá
incluir una explicación completa de las razones que moti-
van su denuncia.

3 — Tal denuncia só surtirá efecto 6 meses después
de la recepción del instrumento de denuncia por el
Depositario. Sin embargo, si al término de ese período
de seis meses, el Estado Parte denunciante está invo-
lucrado en un conflicto armado, la denuncia no surtirá
efecto antes del final del conflicto armado.

4 — La denuncia de un Estado Parte de esta Con-
vención no afectará de ninguna manera el deber de los
Estados de seguir cumpliendo con obligaciones con-
traídas de acuerdo con cualquier norma pertinente del
Derecho Internacional.

Artículo 21
Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas es
designado Depositario de esta Convención.

Artículo 22
Textos auténticos

El texto original de esta Convención, cuyos textos
en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igual-
mente auténticos, se depositará con el Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas.

CONVENTION ON THE PROHIBITION OF THE USE, STOCKPILING,
PRODUCTION AND TRANSFER OF ANTI-PERSONNEL MINES AND
ON THEIR DESTRUCTION.

Preamble

The States Parties:

Determined to put an end to the suffering and
casualties caused by anti-personnel mines, that
kill or maim hundreds of people every week,
mostly innocent and defenceless civilians and
especially children, obstruct economic develop-
ment and reconstruction, inhibit the repatriation
of refugees and internally displaced persons, and
have other severe consequences for years after
emplacement;
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Believing it necessary to do their utmost to con-
tribute in an efficient and coordinated manner
to face the challenge of removing anti-personnel
mines placed throughout the world, and to assure
their destruction;

Wishing to do their utmost in providing assistance
for the care and rehabilitation, including the
social and economic reintegration of mine vic-
tims;

Recognizing that a total ban of anti-personnel
mines would also be an important confidence-
building measure;

Welcoming the adoption of the Protocol on Pro-
hibitions or Restrictions on the Use of Mines,
Booby-Traps and Other Devices, as amended on
3 May 1996, annexed to the Convention on Pro-
hibitions or Restrictions on the Use of Certain
Conventional Weapons Which May Be Deemed
to Be Excessively Injurious or to Have Indis-
criminate Effects, and calling for the early rat-
ification of this Protocol by all States which have
not yet done so;

Welcoming also United Nations General Assembly
resolution 51/45 S of 10 December 1996 urging
all States to pursue vigorously an effective, legally
binding international agreement to ban the use,
stockpiling, production and transfer of anti-per-
sonnel landmines;

Welcoming furthermore the measures taken over
the past years, both unilaterally and multilater-
ally, aiming at prohibiting, restricting or suspend-
ing the use, stockpiling, production and transfer
of anti-personnel mines;

Welcoming furthermore the measures taken over
the past years, both unilaterally and multilater-
ally, aiming at prohibiting, restricting or suspend-
ing the use, stockpiling, production and transfer
of anti-personnel mines;

Stressing the role of public conscience in furthering
the principles of humanity as evidenced by the
call for a total ban of anti-personnel mines and
recognizing the efforts to that end undertaken
by the International Red Cross and Red Crescent
Movement, the International Campaign to Ban
Landmines and numerous other non-govern-
mental organizations arount the world;

Recalling the Ottawa Declaration of 5 October
1996 and the Brussels Declaration of 27 June
1997 urging the international community to
negotiate an international and legally binding
agreement prohibiting the use, stockpiling, pro-
duction and transfer of anti-personnel mines;

Emphasizing the desirability of attracting the
adherence of all States to this Convention, and
determined to work strenuously towards the pro-
motion of its universalization in all relevant fora
including, inter alia, the United Nations, the
Conference on Disarmament, regional organi-
zations, and groupings, and review conferences
of the Convention on Prohibitions or Restric-
tions on the Use of Certain Conventional Weap-
ons Which May Be Deemed to Be Excessively
Injurious or to Have Indiscriminate Effects;

Basing themselves on the principle of international
humanitarian law that the right of the parties
to an armed conflict to choose methods or means
of warfare is not unlimited, on the principle that

prohibits the employment in armed conflicts of
weapons, projectiles and materials and methods
of warfare of a nature to cause superfluous injury
or unnecessary suffering and on the principle
that a distinction must be made between civilians
and combatants;

have agreed as follows:

Article 1
General obligations

1 — Each State Party undertakes never under any
circumstances:

a) To use anti-personnel mines;
b) To develop, produce, otherwise acquire, stock-

pile, retain or transfer to anyone, directly or
indirectly, anti-personnel mines;

c) To assist, encourage or induce, in any way, any-
one to engage in any activity prohibited to a
State Party under this Convention.

2 — Each State Party undertakes to destroy or ensure
the destruction of all anti-personnel mines in acoordance
with the provisions of this Convention.

Article 2
Definitions

1 — «Anti-personnel mine» means a mine designed
to be exploded by the presence, proximity or contact
of a person and that will incapacitate, injure or kill one
or more persons. Mines designed to be detonated by
the presence, proximity or contact of a vehicle as
opposed to a person, that are equipped with anti-han-
dling devices, are not considered anti-personnel mines
as a result of being so equipped.

2 — «Mine» means a munition designed to be placed
under, on or near the gound or other surface area and
to be exploded by the presence, proximity or contact
of a person or a vehicle.

3 — «Anti-handling device» means a device intended
to protect a mine and which is part of, linked to, attached
to or placed under the mine and which activates when
an attempt is made to tamper with or otherwise inten-
tionally disturb the mine.

4 — «Transfer» involves, in addition to the physical
movement of anti-personnel mines into or from national
territory, the transfer of title to and control over the
mines, but does not involve the transfer of territory con-
taining emplaced anti-personnel mines.

5 — «Mined area» means an area which is dangerous
due to the presence or suspected presence of mines.

Article 3
Exceptions

1 — Notwithstanding the general obligations under
article 1, the retention or transfer of a number of anti-
personnel mines for the development of and training
in mine detection, mine clearance, or mine destruction
techniques is permitted. The amount of such mines shall
not exceed the minimum number absolutely necessary
for the above-mentioned purposes.

2 — The transfer of anti-personnel mines for the pur-
pose of destruction is permitted.
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Article 4
Destruction of stockpiled anti-personnel mines

Except as provided for in article 3, each State Party
undertakes to destroy or ensure the destruction of all
stockpiled anti-personnel mines it owns or possesses,
or that are under its jurisdiction or control, as soon
as possible but not later than four years after the entry
into force of this Convention for that State Party.

Article 5
Destruction of anti-personnel mines in mined areas

1 — Each State Party undertakes to destroy or ensure
the destruction of all anti-personnel mines in mined
areas under its jurisdiction or control, as soon as possible
but not later than ten years after the entry into force
of this Convention for that State Party.

2 — Each State Party shall make every effort to iden-
tify all areas under its jurisdiction or control in which
anti-personnel mines are known or suspected to be
emplaced and shall ensure as soon as possible that all
anti-personnel mines in mined areas under its jurisdic-
tion or control are perimeter-marked, monitored and
protected by fencing or other means, to ensure the effec-
tive exclusion of civilians, until all anti-personnel mines
contained therein have been destroyed. The marking
shall at least be to the standards set out in the Protocol
on Prohibitions or Restrictions on the Use of Mines,
Booby-Traps and Other Devices, as amended on 3 May
1996, annexed to the Convention on Prohibitions or
Restrictions on the Use of Certain Conventional Weap-
ons Which May Be Deemed to Be Excessively Injurious
or to Have Indiscriminate Effects.

3 — If a State Party believes that it will be unable
to destroy or ensure the destruction of all anti-personnel
mines referred to in paragraph 1 within that time period,
it may submit a request to a meeting of the States Parties
or a review conference for an extension of the deadline
for completing the destruction of such anti-personnel
mines, for a period of up to ten years.

4 — Each request shall contain:

a) The duration of the proposed extension;
b) A detailed explanation of the reasons for the

proposed extension, including:

i) The preparation and status of work con-
ducted under national demining pro-
grammes;

ii) The financial and technical means avail-
able to the State Party for the destruction
of all the anti-personnel mines; and

iii) Circumstances which impede the ability
of the State Party to destroy all the anti-
-personnel mines in mined areas;

c) The humanitarian, social, economic, and envir-
onmental implications of the extension; and

d) Any other information relevant to the request
for the proposed extension.

5 — The meeting of the States Parties or the review
conference shall, taking into consideration the factors
contained in paragraph 4, assess the request and decide
by a majority of votes of States Parties present and voting
whether to grant the request for an extension period.

6 — Such an extension may be renewed upon the sub-
mission of a new request in accordance with para-

graphs 3, 4 and 5 of this article. In requesting a further
extension period a State Party shall submit relevant addi-
tional information on what has been undertaken in the
previous extension period pursuant to this article.

Article 6
International cooperation and assistance

1 — In fulfilling its obligations under this Convention
each State Party has the right to seek and receive assis-
tance, where feasible, from other States Parties to the
extent possible.

2 — Each State Party undertakes to facilitate and shall
have the right to participate in the fullest possible
exchange of equipment, material and scientific and tech-
nological information concerning the implementation of
this Convention. The States Parties shall not impose
undue restrictions on the provision of mine clearance
equipment and related technological information for
humanitarian purposes.

3 — Each State Party in a position to do so shall pro-
vide assistance for the care and rehabilitation, and social
and economic reintegration, of mine victims and for
mine awareness programmes. Such assistance may be
provided, inter alia, through the United Nations system,
international, regional or national organizations or insti-
tutions, the International Committee of the Red Cross,
national Red Cross and Red Crescent societies and their
International Federation, non-governmental organiza-
tions, or on a bilateral basis.

4 — Each State Party in a position to do so shall pro-
vide assistance for mine clearance and related activities.
Such assistance may be provided, inter alia, through the
United Nations system, international or regional organ-
izations or institutions, non-governmental organizations
or institutions, or on a bilateral basis, or by contributing
to the United Nations Voluntary Trust Fund for Assis-
tance in Mine Clearance, or other regional funds that
deal with demining.

5 — Each State Party in a position to do so shall pro-
vide assistance for the destruction of stockpiled anti-
personnel mines.

6 — Each State Party undertakes to provide infor-
mation to the database on mine clearance established
within the United Nations system, especially information
concerning various means and technologies of mine
clearance, and lists of experts, expert agencies or
national points of contact on mine clearance.

7 — States Parties may request the United Nations,
regional organizations, other States Parties or other
competent intergovernmental or non-governmental fora
to assist its authorities in the elaboration of a national
demining programme to determine, inter alia:

a) The extent and scope of the anti-personnel mine
problem;

b) The financial, technological and human resour-
ces that are required for the implementation
of the programme;

c) The estimated number of years necessary to
destroy all anti-personnel mines in mined areas
under the jurisdiction or control of the con-
cerned State Party;

d) Mine awareness activities to reduce the inci-
dence of mine-related injuries or deaths;

e) Assistance to mine victims;
f) The relationship between the Government of

the concerned State Party and the relevant gov-
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ernmental, intergovernmental or non-govern-
mental entities that will work in the implemen-
tation of the programme.

8 — Each State Party giving and receiving assistance
under the provisions of this article shall cooperate with
a view to ensuring the full and prompt implementation
of agreed assistance programmes.

Article 7

Transparency measures

1 — Each State Party shall report to the Secretary-
General of the United Nations as soon as practicable,
and in any event not later than 180 days after the entry
into force of this Convention for that State Party on:

a) The national implementation measures referred
to in article 9;

b) The total of all stockpiled anti-personnel mines
owned or possessed by it, or under its jurisdic-
tion or control, to include a breakdown of the
type, quantity and, if possible, lot numbers of
each type of anti-personnel mine stockpiled;

c) To the extent possible, the location of all mined
areas that contain, or are suspected to contain,
anti-personnel mines under its jurisdiction or
control, to include as much detail as possible
regarding the type and quantity of each type
of anti-personnel mine in each mined area and
when they were emplaced;

d) The types, quantities and, if possible, lot num-
bers of all anti-personnel mines retained or
transferred for the development of and training
in mine detection, mine clearance or mine
destruction techniques, or transferred for the
purpose of destruction, as well as the institutions
authorized by a State Party to retain or transfer
anti-personnel mines, in accordance with arti-
cle 3;

e) The status of programmes for the conversion
or de-commissioning of anti-personnel mine
production facilities;

f) The status of programmes for the destruction
of anti-personnel mines in accordance with arti-
cles 4 and 5, including details of the methods
which will be used in destruction, the location
of all destruction sites and the applicable safety
and environmental standards to be observed;

g) The types and quantities of all anti-personnel
mines destroyed after the entry into force of
this Convention for that State Party, to include
a breakdown of the quantity of each type of
anti-personnel mine destroyed, in accordance
with articles 4 and 5, respectively, along with,
if possible, the lot numbers of each type of anti-
-personnel mine in the case of destruction in
accordance with article 4;

h) The technical characteristics of each type of
anti-personnel mine produced, to the extent
known, and those currently owned or possessed
by a State Party, giving, where reasonably pos-
sible, such categories of information as may
facilitate identification and clearance of anti-
-personnel mines; at a minimum, this informa-
tion shall include the dimensions, fusing, explo-
sive content, metallic content, colour photo-

graphs and other information which may facil-
itate mine clearance; and

i) The measures taken to provide an immediate
and effective warning to the population in rela-
tion to all areas identified under paragraph 2
of article 5.

2 — The information provided in accordance with this
article shall be updated by the States Parties annually,
covering the last calendar year, and reported to the Sec-
retary-General of the United Nations not later than
30 April of each year.

3 — The Secretary-General of the United Nations
shall transmit all such reports received to the States
Parties.

Article 8
Facilitation and clarification of compliance

1 — The States Parties agree to consult and cooperate
with each other regarding the implementation of the
provisions of this Convention, and to work together in
a spirit of cooperation to facilitate compliance by States
Parties with their obligations under this Convention.

2 — If one or more States Parties wish to clarify and
seek to resolve questions relating to compliance with
the provisions of this Convention by another State Party,
it may submit, through the Secretary-General of the Uni-
ted Nations, a Requests for Clarification of that matter
to that State Party. Such a request shall be accompanied
by all appropriate information. Each State Party shall
refrain from unfounded Requests for Clarification, care
being taken to avoid abuse. A State Party that receives
a Request for Clarification shall provide, through the
Secretary-General of the United Nations, within 28 days
to the requesting State Party all information which would
assist in clarifying this matter.

3 — If the requesting State Party does not receive
a response through the Secretary-General of the United
Nations within that time period, or deems the response
to the Request for Clarification to be unsatisfactory,
it may submit the matter through the Secretary-General
of the United Nations do the next Meeting of the States
Parties. The Secretary-General of the United Nations
shall transmit the submission, accompanied by all appro-
priate information pertaining to the Request for Clar-
ification, to all States Parties. All such information shall
be presented to the requested State Party which shall
have the right to respond.

4 — Pending the convening of any meeting of the
States Parties, any of the States Parties concerned may
request the Secretary-General of the United Nations
to exercise his or her good offices to facilitate the clar-
ification requested.

5 — The requesting State Party may propose through
the Secretary-General of the United Nations the con-
vening of a Special Meeting of the States Parties to
consider the matter. The Secretary-General of the Uni-
ted Nations shall thereupon communicate this proposal
and all information submitted by States Parties con-
cerned, to all States Parties with a request that they
indicate whether they favour a Special Meeting of the
States Parties, for the purpose of considering the matter.
In the event that within 14 days from the date of such
communication, at least one third of the States Parties
favours such a Special Meeting, the Secretary-General
of the United Nations shall convene this Special Meeting
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of the States Parties within a further 14 days. A quorum
for this Meeting shall consist of a majority of States
Parties.

6 — The Meeting of the States Parties or the Special
Meeting of the States Parties, as the case may be, shall
first determine whether to consider the matter further,
taking into account all information submitted by the
States Parties concerned. The Meeting of the States Par-
ties or the Special Meeting of the States Parties shall
make every effort to reach a decision by consensus. If
despite all efforts to that end no agreement has been
reached, it shall take this decision by a majority of States
Parties present and voting.

7 — All States Parties shall cooperate fully with the
Meeting of the States Parties or the Special Meeting
of the States Parties in the fulfilment of its review of
the matter, including any fact-finding missions that are
authorized in accordance with paragraph 8.

8 — If further clarification is required, the Meeting
of the States Parties or the Special Meeting of the States
Parties shall authorize a fact-finding mission and decide
on its mandate by a majority of States Parties present
and voting. At any time the requested State Party may
invite a fact-finding mission to its territory. Such a mis-
sion shall take place without a decision by a Meeting
of the States Parties or a Special Meeting of the States
Parties to authorize such a mission. The mission, con-
sisting of up to nine experts designated and approved
in accordance with paragraphs 9 and 10, may collect
additional information on the spot or in other places
directly related to the alleged compliance issue under
the jurisdiction or control of the requested State Party.

9 — The Secretary-General of the United Nations
shall prepare and update a list of the names, nationalities
and other relevant data of qualified experts provided
by States Parties and communicate it to all States Parties.
Any expert included on this list shall be regarded as
designated for all fact-finding missions unless a State
Party declares its non-acceptance in writing. In the event
of non-acceptance, the expert shall not participate in
fact-finding missions on the territory or any other place
under the jurisdiction or control of the objecting State
Party, if the non-acceptance was declared prior to the
appointment of the expert to such missions.

10 — Upon receiving a request from the Meeting of
the States Parties or a Special Meeting of the States
Parties, the Secretary-General of the United Nations
shall, after consultations with the requested State Party,
appoint the members of the mission, including its leader.
Nationals of States Parties requesting the fact-finding
mission or directly affected by it shall not be appointed
to the mission. The members of the fact-finding mission
shall enjoy privileges and immunities under article VI
of the Convention on the Privileges and Immunities of
the United Nations, adopted on 13 February 1946.

11 — Upon at least 72 hours notice, the members
of the fact-finding mission shall arrive in the territory
of the requested State Party at the earliest opportunity.
The requested State Party shall take the necessary
administrative measures to receive, transport and
accommodate the mission, and shall be responsible for
ensuring the security of the mission to the maximum
extent possible while they are on territory under its
control.

12 — Without prejudice to the sovereignty of the
requested State Party, the fact-finding mission may bring
into the territory of the requested State Party the nec-
essary equipment which shall be used exclusively for
gathering information on the alleged compliance issue.
Prior to its arrival, the mission will advise the requested
State Party of the equipment that it intends to utilize
in the course of its fact-finding mission.

13 — The requested State Party shall make all efforts
to ensure that the fact-finding mission is given the oppor-
tunity to speak with all relevant persons who may be
able to provide information related to the alleged com-
pliance issue.

14 — The requested State Party shall grant access for
the fact-finding mission to all areas and installations
under its control where facts relevant to the compliance
issue could be expected to be collected. This shall be
subject to any arrangements that the requested State
Party considers necessary for:

a) The protection of sensitive equipment, infor-
mation and areas;

b) The protection of any constitucional obligations
the requested State Party may have with regard
to proprietary rights, searches and seizures, or
other constitutional rights; or

c) The physical protection and safety of the mem-
bers of the fact-finding mission.

In the event that the requested State Party makes
such arrangements, it shall make every reasonable effort
to demonstrate through alternative means its compliance
with this Convention.

15 — The fact-finding mission may remain in the ter-
ritory of the State Party concerned for no more than
14 days, and at any particular site no more than 7 days,
unless otherwise agreed.

16 — All information provided in confidence and not
related to the subject matter of the fact-finding mission
shall be treated on a confidential basis.

17 — The fact-finding mission shall report, through
the Secretary-General of the United Nations, to the
Meeting of the States Parties or the Special Meeting
of the States Parties the results of its findings.

18 — The Meeting of the States Parties or the Special
Meeting of the States Parties shall consider all relevant
information, including the report submitted by the fact-
finding mission, and may request the requested State
Party to take measures to address the compliance issue
within a specified period of time. The requested State
Party shall report on all measures taken in response
to this request.

19 — The Meeting of the States Parties or the Special
Meeting of the States Parties may suggest to the States
Parties concerned ways and means to further clarify or
resolve the matter under consideration, including the
initiation of appropriate procedures in conformity with
international law. In circumstances where the issue at
hand is determined to be due to circumstances beyond
the control of the requested State Party, the Meeting
of the States Parties or the Special Meeting of the States
Parties may recommend appropriate measures, includ-
ing the use of cooperative measures referred to in
article 6.
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20 — The Meeting of the States Parties or the Special
Meeting of the States Parties shall make every effort
to reach its decisions referred to in paragraphs 18 and
19 by consensus, otherwise by a two-thirds majority of
States Parties present and voting.

Article 9
National implementation measures

Each State Party shall take all appropriate legal,
administrative and other measures, including the impo-
sition of penal sanctions, to prevent and suppress any
activity prohibited to a State Party under this Convention
undertaken by persons or on territory under its juris-
diction or control.

Article 10
Settlement of disputes

1 — The States Parties shall consult and cooperate
with each other to settle any dispute that may arise
with regard to the application or the interpretation of
this Convention. Each State Party may bring any such
dispute before the Meeting of the States Parties.

2 — The Meeting of the States Parties may contribute
to the settlement of the dispute by whatever means it
deems appropriate, including offering its good offices,
calling upon the States Parties to a dispute to start the
settlement procedure of their choice and recommending
a time-limit for any agreed procedure.

3 — This article is without prejudice to the provisions
of this Convention on facilitation and clarification of
compliance.

Article 11
Meetings of the States Parties

1 — The States Parties shall meet regularly in order
to consider any matter with regard to the application
or implementation of this Convention, including:

a) The operation and status of this Convention;
b) Matters arising from the reports submitted

under the provisions of this Convention;
c) International cooperation and assistance in

accordance with article 6;
d) The development of technologies to clear anti-

personnel mines;
e) Submissions of States Parties under article 8;

and
f) Decisions relating to submissions of States Par-

ties as provided for in article 5.

2 — The First Meeting of the States Parties shall be
convened by the Secretary-General of the United
Nations within one year after the entry into force of
this Convention. The subsequent meetings shall be con-
vened by the Secretary-General of the United Nations
annually until the first Review Conference.

3 — Under the conditions set out in article 8, the
Secretary-General of the United Nations shall convene
a Special Meeting of the States Parties.

4 — States not parties to this Convention, as well as
the United Nations, other relevant international organ-
izations or institutions, regional organizations, the Inter-
national Committee of the Red Cross and relevant non
governmental organizations may be invited to attend
these meetings as observers in accordance with the
agreed Rules of Procedure.

Article 12
Review Conferences

1 — A Review Conference shall be convened by the
Secretary-General of the United Nations five years after
the entry into force of this Convention. Further Review
Conferences shall be convened by the Secretary-General
of the United Nations if so requested by one or more
States Parties, provided that the interval between
Review Conferences shall in no case be less than five
years. All States Parties to this Convention shall be invi-
ted to each Review Conference.

2 — The purpose of the Review Conference shall be:

a) To review the operation and status of this
Convention;

b) To consider the need for and the interval
between further Meetings of the States Parties
referred to in paragraph 2 of article 11;

c) To take decisions on submissions of States Par-
ties as provided for in article 5; and

d) To adopt, if necessary, in its final report con-
clusions related to the implementation of this
Convention.

3 — States not parties to this Convention, as well as
the United Nations, other relevant international organ-
izations or institutions, regional organizations, the Inter-
national Committee of the Red Cross and relevant non
governmental organizations may be invited to attend
each Review Conference as observers in accordance with
the agreed Rules of Procedure.

Article 13
Amendments

1 — At any time after the entry into force of this
Convention any State Party may propose amendments
to this Convention. Any proposal for an amendment
shall be communicated to the Depositary, who shall cir-
culate it to all States Parties and shall seek their views
on whether an Amendment Conference should be con-
vened to consider the proposal. If a majority of the
States Parties notify the Depositary no later than 30
days after its circulation that they support further con-
sideration of the proposal, the Depositary shall convene
an Amendment Conference to which all States Parties
shall be invited.

2 — States not parties to this Convention, as well as
the United Nations, other relevant international organ-
izations or institutions, regional organizations, the Inter-
national Committee of the Red Cross and relevant non
governmental organizations may be invited to attend
each Amendment Conference as observers in accor-
dance with the agreed Rules of Procedure.

3 — The Amendment Conference shall be held imme-
diately following a Meeting of the States Parties or a
Review Conference unless a majority of the States Par-
ties request that it be held earlier.

4 — Any amendment to this Convention shall be
adopted by a majority of two-thirds of the States Parties
present and voting at the Amendment Conference. The
Depositary shall communicate any amendment so adop-
ted to the States Parties.

5 — An amendment to this Convention shall enter
into force for all States Parties to this Convention which
have accepted it, upon the deposit with the Depositary
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of instruments of acceptance by a majority of States
Parties. Thereafter it shall enter into force for any
remaining State Party on the date of deposit of its instru-
ment of acceptance.

Article 14

Costs

1 — The costs of the Meetings of the States Parties,
the Special Meetings of the States Parties, the Review
Conferences and the Amendment Conferences shall be
borne by the States Parties and States not parties to
this Convention participating therein, in accordance with
the United Nations scale of assessment adjusted appro-
priately.

2 — The costs incurred by the Secretary-General of
the United Nations under articles 7 and 8 and the costs
of any fact-finding mission shall be borne by the States
Parties in accordance with the United Nations scale of
assessment adjusted appropriately.

Article 15

Signature

This Convention, done at Oslo, Norway, on 18 Sep-
tember 1997, shall be open for signature at Ottawa, Can-
ada, by all States from 3 December 1997 until 4 Decem-
ber 1997, and at the United Nations Headquarters in
New York from 5 December 1997 until its entry into
force.

Article 16

Ratification, acceptance, approval or accession

1 — This Convention is subject to ratification, accep-
tance or approval of the Signatories.

2 — It shall be open for accession by any State which
has not signed the Convention.

3 — The instruments of ratification, acceptance,
approval or accession shall be deposited with the
Depositary.

Article 17

Entry into force

1 — This Convention shall enter into force on the
first day of the sixth month after the month in which
the 40th instrument of ratification, acceptance, approval
or accession has been deposited.

2 — For any State which deposits its instrument of
ratification, acceptance, approval or accession after the
date of the deposit of the 40th instrument of ratification,
acceptance, approval or accession, this Convention shall
enter into force on the first day of the sixth month after
the date on which that State has deposited its instrument
of ratification, acceptance, approval or accession.

Article 18

Provisional application

Any State may at the time of its ratification, accep-
tance, approval or accession, declare that it will apply
provisionally paragraph 1 of article 1 of this Convention
pending its entry into force.

Article 19
Reservations

The articles of this Convention shall not be subject
to reservations.

Article 20
Duration and withdrawal

1 — This Convention shall be of unlimited duration.
2 — Each State Party shall, in exercising its national

sovereignty, have the right to withdraw from this Con-
vention. It shall give notice of such withdrawal to all
other States Parties, to the Depositary and to the United
Nations Security Council. Such instrument of withdrawal
shall include a full explanation of the reasons motivating
this withdrawal.

3 — Such withdrawal shall only take effect six months
after the receipt of the instrument of withdrawal by the
Depositary. If, however, on the expiry of that six-month
period, the withdrawing State Party is engaged in an
armed conflict, the withdrawal shall not take effect
before the end of the armed conflict.

4 — The withdrawal of a State Party from this Con-
vention shall not in any way affect the duty of States
to continue fulfilling the obligations assumed under any
relevant rules of international law.

Article 21
Depositary

The Secretary-General of the United Nations is
hereby designated as the Depositary of this Convention.

Article 22
Authentic texts

The original of this Convention, of which the Arabic,
Chinese, English, French, Russian and Spanish texts are
equally authentic, shall be deposited with the Secre-
tary-General of the United Nations.

CONVENTION SUR L’INTERDICTION DE L’EMPLOI, DU STOCKAGE,
DE LA PRODUCTION ET DU TRANSFERT DES MINES ANTIPER-
SONNEL ET SUR LEUR DESTRUCTION.

Préambule

Les Etats parties:

Déterminés à faire cesser les souffrances et les per-
tes en vies humaines causées par les mines anti-
personnel qui tuent ou mutilent des centaines
de personnes chaque semaine, pour la plupart
des civils innocents et sans défense, en particulier
des enfants, entravent le développement et la
reconstruction économiques, empêchent le rapa-
triement des réfugiés et des personnes déplacées
sur le territoire, et ont d’autres graves consé-
quences pendant des années après leur mise en
place;

Convaincus qu’il leur est nécessaire de faire tout
ce qui est en leur pouvoir pour contribuer de
manière efficace et coordonnée a relever le défi
que représente l’enlevement des mines antiper-
sonnel disséminées dans le monde et pour veiller
a leur destruction;

Désireux de faire tout ce qui est en leur pouvoir
pour apporter une assistance pour les soins et
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la réadaptation des victimes des mines, y compris
pour leur réintégration sociale et économique;

Reconnaissant qu’une interdiction totale des mines
antipersonnel constituerait également une
importante mesure de confiance;

Se félicitant de l’adoption du Protocole sur l’in-
terdiction ou la limitation de l’emploi des mines,
pièges et autres dispositifs, tel qu’il a été modifié
le 3 mai 1996, annexé à la Convention sur l’in-
terdiction ou la limitation de l’emploi de cer-
taines armes classiques qui peuvent être consi-
dérées comme produisant des effets traumati-
ques excessifs ou comme frappant sans discri-
mination, et appelant tous les Etats qui ne l’ont
pas encore fait à le ratifier dans les meilleurs
délais;

Se félicitant également de l’adoption, le 10 décem-
bre 1996, par l’Assemblée générale des Nations
Unies, de la résolution 51/45 S exhortant tous
les Etats à s’employer à mener a bien dès que
possible les négociations relatives à un accord
international efficace et juridiquement contrai-
gnant pour interdire l’emploi, le stockage, la pro-
duction et le transfert des mines terrestres
antipersonnel;

Se félicitant de plus des mesures d’interdiction, des
restrictions et des moratoires, décidés unilaté-
ralement ou multilatéralement au cours des der-
nières années en ce qui concerne l’emploi, le
stockage, la production et le transfert des mines
antipersonnel;

Soulignant le rôle de la conscience publique dans
l’avancement des principes humanitaires comme
en atteste l’appel à une interdiction totale des
mines antipersonnel et reconnaissant les efforts
déployés à cette fin par le Mouvement inter-
national de la Croix-Rouge et du Crois-
sant-Rouge, la Campagne internationale contre
les mines terrestres et de nombreuses autres
organisations non gouvernementales du monde
entier;

Rappelant la Déclaration d’Ottawa du 5 octobre
1996 et la Déclaration de Bruxelles du 27 juin
1997 exhortant la communauté internationale à
négocier un accord international juridiquement
contraignant interdisant l’emploi, le stockage, la
production et le transfert des mines antiper-
sonnel;

Soulignant l’opportunité de susciter l’adhésion de
tous les Etats à la présente Convention, et déter-
minés à s’employer énergiquement à promouvoir
son universalisation dans toutes les enceintes
appropriées, notamment les Nations Unies, la
Conférence du désarmement, les organisations
régionales et les groupements ainsi que les con-
férences d’examen de la Convention sur l’inter-
diction ou la limitation de l’emploi de certaines
armes classiques qui peuvent être considérées
comme produisant des effets traumatiques exces-
sifs ou comme frappant sans discrimination;

Se fondant sur le principe du droit international
humanitaire selon lequel le droit des parties à
un conflit armé de choisir des méthodes ou
moyens de guerre n’est pas illimité, sur le prin-
cipe qui interdit d’employer dans les conflits
armés des armes, des projectiles et des matières
ainsi que des méthodes de guerre de nature à

causer des maux superflus, et sur le principe
selon lequel il faut établir une distinction entre
civils et combattants;

sont convenus de ce qui suit:

Article 1
Obligations générales

1 — Chaque Etat partie s’engage à ne jamais, en
aucune circonstance:

a) Employer de mines antipersonnel;
b) Mettre au point, produire, acquérir de quelque

autre manière, stocker, conserver ou transférer
à quiconque, directement ou indirectement, de
mines antipersonnel;

c) Assister, encourager ou inciter, de quelque
manière, quiconque à s’engager dans toute acti-
vité interdite à un Etat partie en vertu de la
présente Convention.

2 — Chaque Etat partie s’engage à détruire toutes
les mines antipersonnel, ou à veiller à leur destruction,
conformement aux dispositions de la présente Con-
vention.

Article 2
Définitions

1 — Par «mine antipersonnel», on entend une mine
conçue pour exploser du fait de la présence, de la proxi-
mité ou du contact d’une personne et destinée à mettre
hors de combat, blesser ou tuer une ou plusieurs per-
sonnes. Les mines conçues pour exploser du fait de la
présence, de la proximité ou du contact d’un véhicule
et non d’une personne, qui sont equipées de dispositifs
antimanipulation, ne sont pas considérées comme des
mines antipersonnel du fait de la présence de ce
dispositif.

2 — Par «mine», on entend un engin conçu pour être
placé sous ou sur le sol ou une autre surface, ou à
proximité, et pour exploser du fait de la présence, de
la proximité ou du contact d’une personne ou d’un
véhicule.

3 — Par «dispositif antimanipulation», on entend un
dispositif destiné a proteger une mine et qui fait partie
de celle-ci, est relié a celle-ci, attaché a celle-ci ou placé
sous celle-ci, et qui se déclenche en cas de tentative
de manipulation ou autre dérangement intentionnel de
la mine.

4 — Par «transfert», on entend, outre le retrait maté-
riel des mines antipersonnel du territoire d’un Etat ou
leur introduction matérielle dans celui d’un autre Etat,
le transfert du droit de propriété et du contrôle sur
ces mines, mais non la cession d’un territoire sur lequel
des mines antipersonnel ont été mises en place.

5 — Par «zone minée», on entend une zone dange-
reuse du fait de la présence avérée ou soupçonnée de
mines.

Article 3
Exceptions

1 — Nonobstant les obligations générales découlant
de l’article 1, sont permis la conservation ou le transfert
d’un certain nombre de mines antipersonnel pour la
mise au point de techniques de détection des mines,
de déminage ou de destruction des mines, et pour la
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formation à ces techniques. Le nombre de ces mines
ne doit toutefois pas excéder le minimum absolument
nécessaire aux fins susmentionnées.

2 — Le transfert des mines antipersonnel aux fins de
destruction est permis.

Article 4

Destruction des stocks de mines antipersonnel

Sous réserve des dispositions de l’article 3, chaque
Etat partie s’engage à détruire tous les stocks de mines
antipersonnel dont il est propriétaire ou détenteur ou
qui sont sous sa juridiction ou son contrôle, ou à veiller
à leur destruction, dès que possible, et au plus tard qua-
tre ans après l’entrée en vigueur de la présente Con-
vention pour cet Etat partie.

Article 5

Destruction des mines antipersonnel
dans les zones minées

1 — Chaque Etat partie s’engage à détruire toutes
les mines antipersonnel dans les zones minées sous sa
juridiction ou son contrôle, ou à veiller à leur destruc-
tion, dès que possible, et au plus tard 10 ans après l’en-
trée en vigueur de la présente Convention pour cet Etat
partie.

2 — Chaque Etat partie s’efforce d’identifier toutes
les zones sous sa juridiction ou son contrôle où la pré-
sence de mines antipersonnel est avéree ou soupçonnée
et s’assure, dès que possible, que toutes les zones minées
sous sa juridiction ou son contrôle où se trouvent des
mines antipersonnel soient marquées tout au long de
leur périmètre, surveillées et protegées par une clôture
ou d’autres moyens afin d’empêcher effectivement les
civils d’y pénétrer, jusqu’à ce que toutes les mines
antipersonnel contenues dans ces zones minées aient
été détruites. Ce marquage sera conforme, au minimum,
aux normes prescrites par le Protocole sur l’interdiction
ou la limitation de l’emploi des mines, pièges et autres
dispositifs, tel qu’il a été modifié le 3 mai 1996, annexé
à la Convention sur l’interdiction ou la limitation de
l’emploi de certaines armes classiques qui peuvent être
considérées comme produisant des effets traumatiques
excessifs ou comme frappant sans discrimination.

3 — Si un Etat partie ne croit pas pouvoir détruire
toutes les mines antipersonnel visées au paragraphe 1,
ou veiller a leur destruction, dans le délai prescrit, il
peut présenter, à l’Assemblée des Etats parties ou a
une Conférence d’examen, une demande de prolonga-
tion, allant jusqu’à 10 ans, du délai fixé pour la des-
truction complète de ces mines antipersonnel.

4 — La demande doit comprendre:

a) La durée de la prolongation proposée;
b) Des explications détaillées des raisons justifiant

la prolongation proposée, y compris:

i) La préparation et l’état d’avancement du
travail effectué dans le cadre des pro-
grammes de déminage nationaux;

ii) Les moyens financiers et techniques dont
dispose l’Etat partie pour procéder à la
destruction de toutes les mines antiper-
sonnel; et

iii) Les circonstances qui empêchent l’Etat
partie de détruire toutes les mines anti-
personnel dans les zones minées;

c) Les implications humanitaires, sociales, écono-
miques et environnementales de la prolonga-
tion; et

d) Toute autre information pertinente relative à
la prolongation proposée.

5 — L’Assemblée des Etats parties, ou la Conférence
d’examen, en tenant compte des facteurs énoncés au
paragraphe 4, évalue la demande et décide à la majorité
des Etats parties présents et votants d’accorder ou non
la période de prolongation.

6 — Une telle prolongation peut être renouvelée sur
presentation d’une nouvelle demande conformément
aux paragraphes 3, 4 et 5 du présent article. L’Etat partie
joindra à sa demande de prolongation supplémentaire
des renseignements additionnels pertinents sur ce qui
a été entrepris durant la période de prolongation anté-
rieure en vertu du présent article.

Article 6
Coopération et assistance internationales

1 — En remplissant les obligations qui découlent de
la présente Convention, chaque Etat partie a le droit
de chercher à obtenir et de recevoir une assistance d’au-
tres Etats parties, si possible et dans la mesure du
possible.

2 — Chaque Etat partie s’engage à faciliter un
échange aussi large que possible d’équipements, de
matières et de renseignements scientifiques et techni-
ques concernant l’application de la présente Convention
et a le droit de participer a un tel échange. Les Etats
parties n’imposeront pas de restrictions indues à la four-
niture, à des fins humanitaires, d’équipements de démi-
nage et des renseignements techniques correspondants.

3 — Chaque Etat partie qui est en mesure de le faire
fournira une assistance pour les soins aux victimes des
mines, pour leur réadaptation, pour leur réintégration
sociale et économique ainsi que pour des programmes
de sensibilisation aux dangers des mines. Cette assis-
tance peut être fournie, entre autres, par le biais des
organismes des Nations Unies, d’organisations ou ins-
titutions internationales, régionales ou nationales, du
Comité international de la Croix-Rouge, des Sociétés
nationales de la Croix-Rouge et du Croissant-Rouge et
de leur Fédération internationale, d’organisations non
gouvernementales ou sur une base bilatérale.

4 — Chaque Etat partie qui est en mesure de le faire
fournira une assistance au déminage et pour des activités
connexes. Cette assistance peut être fournie, entre
autres, par le biais des organismes des Nations Unies,
d’organisations ou institutions internationales ou régio-
nales, d’organisations ou institutions non gouvernemen-
tales ou sur une base bilatérale, ou bien encore en con-
tribuant au Fonds d’affectation speciale des Nations
Unies pour l’assistance au déminage ou à d’autres fonds
régionaux qui couvrent le déminage.

5 — Chaque Etat partie qui est en mesure de le faire
fournira une assistance pour la destruction des stocks
de mines antipersonnel.

6 — Chaque Etat partie s’engage à fournir des ren-
seignements à la base de données sur le déminage établie
dans le cadre des organismes des Nations Unies, par-
ticulièrement des renseignements concernant différents
moyens et techniques de déminage, ainsi que des listes
d’experts, d’organismes spécialisés ou de points de con-
tact nationaux dans le domaine du déminage.
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7 — Les Etats parties peuvent demander aux Nations
Unies, aux organisations régionales, à d’autres Etats par-
ties ou à d’autres instances intergouvernementales ou
non gouvernementales compétentes d’aider leurs auto-
rités a élaborer un programme national de déminage
afin de déterminer, entre autres:

a) L’étendue et l’ampleur du problème des mines
antipersonnel;

b) Les ressources financières, technologiques et
humaines nécessaires à l’exécution du pro-
gramme;

c) Le nombre estimé d’années nécessaires pour
détruire toutes les mines antipersonnel dans les
zones minées sous la juridiction ou le contrôle
de l’Etat partie concerné;

d) Les activités de sensibilisation aux dangers des
mines qui réduiront l’incidence des blessures ou
des pertes en vies humaines attribuables aux
mines;

e) L’assistance aux victimes de mines;
f) La relation entre le gouvernement de l’Etat par-

tie concerné et les entités gouvernementales,
intergouvernementales ou non gouvernementa-
les pertinentes qui participeront a l’exécution
du programme.

8 — Les Etats parties qui procurent ou reçoivent une
assistance selon les termes du présent article coopé-
reront en vue d’assurer l’exécution rapide et intégrale
des programmes d’assistance agréés.

Article 7

Mesures de transparence

1 — Chaque Etat partie présente au Secrétaire géné-
ral des Nations Unies, aussitôt que possible, et de toute
manière au plus tard 180 jours après l’entrée en vigueur
de la présente Convention pour cet Etat, un rapport
sur:

a) Les mesures d’application nationales visées a
l’article 9;

b) Le total des stocks de mines antipersonnel dont
il est propriétaire ou détenteur ou qui se trou-
vent sous sa juridiction ou son contrôle, incluant
une ventilation par type, quantité et, si cela est
possible, par numéro de lot pour chaque type
de mines antipersonnel stockées;

c) Dans la mesure du possible, la localisation de
toutes les zones minées sous sa juridiction ou
son contrôle où la présence de mines antiper-
sonnel est avérée ou soupçonnée, incluant le
maximum de précisions possibles sur le type et
la quantité de chaque type de mines antiper-
sonnel dans chacune des zones minées et la date
de leur mise en place;

d) Les types et quantités et, si possible, les numéros
de lot de toutes les mines antipersonnel con-
servées ou transférées pour la mise au point
de techniques de détection des mines, de démi-
nage ou de destruction des mines, et pour la
formation à ces techniques, ou bien celles trans-
férées dans un but de destruction, de même que
les institutions autorisées par un Etat partie a
conserver ou a transférer des mines antiperson-
nel conformément à l’article 3;

e) L’état des programmes de reconversion ou de
mise hors service des installations de production
des mines antipersonnel;

f) L’état des programmes de destruction des mines
antipersonnel visés aux articles 4 et 5, y compris
des précisions sur les méthodes qui seront uti-
lisées pour la destruction, la localisation de tous
les lieux de destruction et les normes à observer
en matière de sécurité et de protection de
l’environnement;

g) Les types et quantités de toutes les mines anti-
personnel détruites après l’entrée en vigueur de
la présente Convention pour cet Etat partie, y
compris une ventilation de la quantité de chaque
type de mines antipersonnel détruites, confor-
mément aux articles 4 et 5, respectivement, de
même que, si possible, les numéros de lot de
chaque type de mines antipersonnel dans le cas
d’une destruction conformément à l’article 4;

h) Les caractéristiques techniques de chaque type
de mines antipersonnel produites, dans la
mesure où elles sont connues, ainsi que de celles
dont l’Etat partie est actuellement propriétaire
ou détenteur, y compris, dans une mesure rai-
sonnable, le genre de renseignements qui peu-
vent faciliter l’identification et l’enlèvement des
mines antipersonnel; au minimum, ces rensei-
gnements incluront les dimensions, le type d’al-
lumeur, le contenu en explosif et en métal, des
photographies couleur et tout autre renseigne-
ment qui peut faciliter le déminage; et

i) Les mesures prises pour alerter dans les plus
brefs délais et de manière effective la population
au sujet de toutes les zones identifiées confor-
mément au paragraphe 2 de l’article 5.

2 — Les Etats parties mettront à jour annuellement,
en couvrant la dernière année civile, les renseignements
fournis conformément au présent article et les commu-
niqueront au Secrétaire général des Nations Unies au
plus tard le 30 avril de chaque année.

3 — Le Secrétaire général des Nations Unies trans-
mettra les rapports reçus aux Etats parties.

Article 8
Aide et éclaircissements au sujet du respect

des dispositions

1 — Les Etats parties conviennent de se consulter et
de coopérer au sujet de l’application des dispositions
de la présente Convention, et de travailler dans un esprit
de coopération afin de faciliter le respect, par les Etats
parties, des obligations découlant de la présente Con-
vention.

2 — Si un ou plusieurs Etats parties souhaitent éclair-
cir des questions relatives au respect des dispositions
de la présente Convention par un autre Etat partie,
et cherchent a y répondre, ils peuvent soumettre, par
l’intermédiaire du Secrétaire général des Nations Unies,
une demande d’eclaircissements sur cette question à cet
Etat partie. Cette demande sera accompagnée de tous
les renseignements appropriés. Les Etats parties s’abs-
tiendront de demandes d’éclaircissements sans fonde-
ment, en prenant soin d’éviter les abus. L’Etat partie
qui reçoit une demande d’éclaircissements fournira à
l’Etat partie demandeur, par l’intermédiaire du Secré-
taire général des Nations Unies, tous les renseignements
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qui aideraient à éclaircir cette question, dans un délai
de 28 jours.

3 — Si l’Etat partie demandeur ne reçoit pas de
réponse par l’intermédiaire du Secrétaire général des
Nations Unies dans ce délai, ou juge insatisfaisante la
réponse à la demande d’éclaircissements, il peut sou-
mettre la question à la prochaine Assemblée des Etats
parties par l’intermédiaire du Secrétaire général des
Nations Unies. Le Secrétaire général des Nations Unies
transmettra cette requête, accompagnée de tous les ren-
seignements appropriés relatifs à la demande d’éclair-
cissements, à tous les Etats parties. Tous ces rensei-
gnements devront être transmis à l’Etat partie sollicité,
qui aura le droit de formuler une réponse.

4 — En attendant la convocation d’une Assemblée
des Etats parties, tout Etat partie concerné peut deman-
der au Secrétaire général des Nations Unies d’exercer
ses bons offices pour faciliter la présentation des éclair-
cissements demandés.

5 — L’Etat partie demandeur peut proposer, par l’in-
termédiaire du Secrétaire général des Nations Unies,
la convocation d’une Assemblée extraordinaire des Etats
parties pour examiner la question. Le Secrétaire général
des Nations Unies communiquera alors cette proposi-
tion et tous les renseignements présentés par les Etats
parties concernés à tous les Etats parties, en leur deman-
dant d’indiquer s’ils sont favorables à une Assemblée
extraordinaire des Etats parties pour examiner la ques-
tion. Au cas où, dans un délai de 14 jours après cette
communication, au moins un tiers des Etats parties
optent pour une telle Assemblée extraordinaire, le
Secrétaire général des Nations Unies convoquera cette
Assemblée extraordinaire des Etats parties dans un nou-
veau délai de 14 jours. Le quorum est atteint à cette
Assemblée si la majorité des Etats parties y assistent.

6 — L’Assemblée des Etats parties, ou l’Assemblée
extraordinaire des Etats parties, selon le cas, détermi-
nera en premier lieu s’il est nécessaire d’examiner davan-
tage la question, compte tenu de tous les renseignements
présentés par les Etats parties concernés. L’Assemblée
des Etats parties, ou l’Assemblée extraordinaire des
Etats parties, s’efforcera de prendre une décision par
consensus. Si, malgré tous ces efforts, aucun accord n’est
ainsi trouvé, la question sera mise aux voix et la décision
sera prise à la majorité des Etats parties présents et
votants.

7 — Tous les Etats parties coopéreront pleinement
avec l’Assemblée des Etats parties ou avec l’Assemblée
extraordinaire des Etats parties à l’examen de la ques-
tion, y compris à toute mission d’établissement des faits
autorisée conformément au paragraphe 8.

8 — Si de plus amples éclaircissements sont néces-
saires, l’Assemblée des Etats parties, ou l’Assemblée
extraordinaire des Etats parties, autorisera l’envoi d’une
mission d’établissement des faits et en fixera le mandat
à la majorité des Etats parties présents et votants.
A n’importe quel moment, l’Etat partie sollicité peut
inviter une mission d’établissement des faits à venir sur
son territoire. Cette mission n’aura pas à être autorisée
par une décision de l’Assemblée des Etats parties ou
d’une Assemblée extraordinaire des Etats parties. La
mission, composée d’un maximum de neuf experts, dési-
gnés et agréés conformément aux paragraphes 9 et 10,
peut recueillir des informations supplémentaires sur
place ou en d’autres lieux directement liés au cas de
non-respect présumé et se trouvant sous la juridiction
ou le contrôle de l’Etat partie sollicité.

9 — Le Secrétaire général des Nations Unies prépare
et actualise une liste indiquant, tels que fournis par les
Etats parties, les noms et nationalités d’experts qualifiés
ainsi que tout autre renseignement pertinent à leur sujet,
et la communique à tous les Etats parties. L’expert figu-
rant sur la liste sera considéré comme désigné pour tou-
tes les missions d’établissement des faits, à moins qu’un
Etat partie ne s’oppose par écrit à sa désignation. L’ex-
pert récusé ne participera à aucune mission d’établis-
sement des faits sur le territoire ou tout autre lieu sous
la juridiction ou le contrôle de l’Etat partie qui s’est
opposé à sa désignation, pour autant que la récusation
ait été signifiée avant la désignation de l’expert pour
une telle mission.

10 — Dès la réception d’une demande de la part de
l’Assemblée des Etats parties ou d’une Assemblée
extraordinaire des Etats parties, le Secrétaire général
des Nations Unies désignera, après consultation de l’Etat
partie sollicité, les membres de la mission, y compris
son chef. Les ressortissants des Etats parties sollicitant
la mission d’établissement des faits, et ceux des Etats
qui en sont directement affectés, ne pourront être dési-
gnés comme membres de la mission. Les membres de
la mission d’établissement des faits jouiront des privi-
lèges et immunités prévus par l’article VI de la Con-
vention sur les privilèges et immunités des Nations
Unies, adoptée le 13 février 1946.

11 — Après un préavis d’au moins 72 heures, les mem-
bres de la mission d’établissement des faits se rendront
aussitôt que possible sur le territoire de l’Etat partie
sollicité. L’Etat partie sollicité prendra les mesures admi-
nistratives nécessaires pour accueillir, transporter et
loger la mission. Il lui incombera aussi d’assurer, dans
toute la mesure du possible, la sécurité des membres
de la mission tant qu’ils seront sur un territoire sous
son contrôle.

12 — Sans préjudice de la souveraineté de l’Etat par-
tie sollicité, la mission d’établissement des faits ne peut
apporter sur le territoire de l’Etat partie sollicité que
l’équipement qui sera exclusivement utilisé pour la col-
lecte de renseignements sur le cas de non-respect pré-
sumé. Avant son arrivée, la mission informera l’Etat
partie sollicité de l’équipement qu’elle entend utiliser
au cours de son travail.

13 — L’Etat partie sollicité ne ménagera aucun effort
pour donner aux membres de la mission d’établissement
des faits la possibilité de s’entretenir avec toutes les
personnes susceptibles de fournir des renseignements
sur le cas de non-respect présumé.

14 — L’Etat partie sollicité accordera à la mission
d’établissement des faits l’accès à toutes les zones et
toutes les installations sous son contrôle où il pourrait
être possible de recueillir des faits pertinents relatifs
au cas de non-respect en question. Cet accès sera assu-
jetti aux mesures que l’Etat partie sollicité jugera néces-
saires pour:

a) La protection d’équipements, d’informations et
de zones sensibles;

b) La protection des obligations constitutionnelles
qui pourraient incomber à l’Etat partie sollicité
en matière de droits de propriété, de fouilles
et de saisies, et autres droits constitutionnels; ou

c) La protection physique et la sécurité des mem-
bres de la mission d’établissement des faits.

Au cas où il prendrait de telles mesures, l’Etat partie
sollicité déploiera tous les efforts raisonnables pour
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démontrer par d’autres moyens qu’il respecte la présente
Convention.

15 — La mission d’établissement des faits ne peut
séjourner sur le territoire de l’Etat partie concerné plus
de 14 jours, et sur un site particulier, plus de sept jours,
à moins qu’il n’ait été convenu autrement.

16 — Tous les renseignements fournis à titre confi-
dentiel et non liés à l’objet de la mission d’établissement
des faits seront traités d’une manière confidentielle.

17 — La mission d’établissement des faits communi-
quera ses conclusions, par l’intermédiaire du Secrétaire
général des Nations Unies, à l’Assemblée des Etats par-
ties ou à l’Assemblée extraordinaire des Etats parties.

18 — L’Assemblée des Etats parties, ou l’Assemblée
extraordinaire des Etats parties, examinera tous les ren-
seignements pertinents, notamment le rapport présenté
par la mission d’établissement des faits, et pourra
demander à l’Etat partie sollicité de prendre des mesures
en vue de corriger la situation de non-respect dans un
délai fixé. L’Etat partie sollicité fera un rapport sur les
mesures ainsi prises en réponse à cette demande.

19 — L’Assemblée des Etats parties, ou l’Assemblée
extraordinaire des Etats parties, peut recommander aux
Etats parties concernés des mesures et des moyens per-
mettant de clarifier davantage la question examinée ou
de la régler, notamment l’ouverture de procédures
appropriées, conformément au droit international. Au
cas où le non-respect serait imputable à des circons-
tances échappant au contrôle de l’Etat partie sollicité,
l’Assemblée des Etats parties, ou l’Assemblée extraor-
dinaire des Etats parties, pourra recommander des
mesures appropriées, notamment le recours aux mesures
de coopération visées à l’article 6.

20 — L’Assemblée des Etats parties, ou l’Assemblée
extraordinaire des Etats parties, s’efforcera de prendre
les décisions dont il est question aux paragraphes 18
et 19 par consensus ou, à défaut, à la majorité des deux
tiers des Etats parties présents et votants.

Article 9
Mesures d’application nationales

Chaque Etat partie prend toutes les mesures légis-
latives, réglementaires et autres, qui sont appropriées,
y compris l’imposition de sanctions pénales, pour pré-
venir et réprimer toute activité interdite à un Etat partie
en vertu de la présente Convention, qui serait menée
par des personnes, ou sur un territoire, sous sa juridiction
ou son contrôle.

Article 10
Règlement des différends

1 — Les Etats parties se consulteront et coopéreront
pour régler tout différend qui pourrait survenir quant
à l’application ou l’interpretation de la présente Con-
vention. Chaque Etat partie peut porter ce différend
devant l’Assemblée des Etats parties.

2 — L’Assemblée des Etats parties peut contribuer
au règlement du différend par tout moyen qu’elle juge
approprié, y compris en offrant ses bons offices, en invi-
tant les Etats parties au différend à entamer la procédure
de règlement de leur choix et en recommandant une
limite à la durée de la procédure convenue.

3 — Le présent article est sans préjudice des dispo-
sitions de la présente Convention sur l’aide et les éclair-
cissements au sujet du respect de ses dispositions.

Article 11
Assemblée des Etats parties

1 — Les Etats parties se réuniront régulièrement pour
examiner toute question concernant l’application ou la
mise en oeuvre de la présente Convention, y compris:

a) Le fonctionnement et l’etat de la présente
Convention;

b) Les questions soulevées par les rapports pré-
sentés en vertu des dispositions de la présente
Convention;

c) La coopération et l’assistance internationales
conformément à l’article 6;

d) La mise au point de technologies de déminage;
e) Les demandes des Etats parties en vertu de l’ar-

ticle 8; et
f) Les décisions associées aux demandes des Etats

parties prévues à l’article 5.

2 — Le Secrétaire général des Nations Unies con-
voquera la première Assemblée des Etats parties dans
un délai d’un an après l’entrée en vigueur de la présente
Convention. Le Secrétaire général des Nations Unies
convoquera aussi annuellement les assemblées ultérieu-
res jusqu’à la première Conférence d’examen.

3 — En vertu des conditions prescrites à l’article 8,
le Secrétaire général des Nations Unies convoquera une
Assemblée extraordinaire des Etats parties.

4 — Les Etats non parties à la présente Convention,
de même que les Nations Unies, d’autres organisations
ou institutions internationales pertinentes, des organi-
sations régionales, le Comité international de la Croix-
Rouge et les organisations non gouvernementales per-
tinentes peuvent être invités à assister à ces assemblées
en qualité d’observateurs, conformément au règlement
intérieur convenu.

Article 12
Conférences d’examen

1 — Le Secrétaire général des Nations Unies con-
voquera une Conférence d’examen cinq ans après l’en-
trée en vigueur de la présente Convention. Les Con-
férences d’examen ultérieures seront convoquées par le
Secrétaire général des Nations Unies si un ou plusieurs
Etats parties le demandent, pourvu que l’intervalle entre
les Conférences d’examen ne soit en aucun cas inférieur
à cinq ans. Tous les Etats parties à la présente Con-
vention seront invités à chaque Conférence d’examen.

2 — La Conférence d’examen aura pour buts:

a) De revoir le fonctionnement et l’Etat de la pré-
sente Convention;

b) D’évaluer la nécessité de convoquer des Assem-
blées supplémentaires des Etats parties men-
tionnées au paragraphe 2 de l’article 11 et de
déterminer l’intervalle entre ces assemblées;

c) De prendre des décisions concernant les deman-
des des Etats parties prévues à l’article 5; et

d) D’adopter dans son rapport final, si cela est
nécessaire, des conclusions relatives à l’appli-
cation de la présente Convention.

3 — Les Etats non parties à la présente Convention,
de même que les Nations Unies, d’autres organisations
ou institutions internationales pertinentes, des organi-
sations régionales, le Comité international de la Croix-
Rouge et les organisations non gouvernementales per-
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tinentes peuvent être invités à assister à chaque Con-
férence d’examen en qualité d’observateurs conformé-
ment au règlement intérieur convenu.

Article 13
Amendements

1 — A tout moment après l’entrée en vigueur de la
présente Convention, un Etat partie peut proposer des
amendements à la présente Convention. Toute propo-
sition d’amendement sera communiquée au Dépositaire,
qui la diffusera à l’ensemble des Etats parties et recueil-
lera leur avis quant à l’opportunité de convoquer une
Conférence d’amendement pour examiner la proposi-
tion. Si une majorité des Etats parties notifient au Dépo-
sitaire, au plus tard 30 jours après la diffusion de la
proposition, qu’ils sont favorables à un examen plus
approfondi, le Dépositaire convoquera une Conférence
d’amendement à laquelle l’ensemble des Etats parties
seront conviés.

2 — Les Etats non parties à la présente Convention,
ainsi que les Nations Unies, d’autres organisations ou
institutions internationales pertinentes, des organisa-
tions régionales, le Comité international de la Croix-
Rouge et les organisations non gouvernementales per-
tinentes peuvent être invités à assister à chaque Con-
férence d’amendement en qualité d’observateurs con-
formément au règlement intérieur convenu.

3 — La Conférence d’amendement se tiendra immé-
diatement après une Assemblée des Etats parties ou
une Conférence d’examen, à moins qu’une majorité des
Etats parties ne demandent qu’elle se réunisse plus tôt.

4 — Tout amendement à la présente Convention sera
adopté à la majorité des deux tiers des Etats parties
présents et votants à la Conférence d’amendement. Le
Dépositaire communiquera tout amendement ainsi
adopté aux Etats parties.

5 — Un amendement à la présente Convention
entrera en vigueur, pour tous les Etats parties à la pré-
sente Convention qui l’ont accepté, au moment du dépôt
auprès du Dépositaire des instruments d’acceptation par
une majorité des Etats parties. Par la suite, il entrera
en vigueur pour tout autre Etat partie à la date du
dépôt de son instrument d’acceptation.

Article 14
Coûts

1 — Les coûts des Assemblées des Etats parties, des
Assemblées extraordinaires des Etats parties, des Con-
férences d’examen et des Conférences d’amendement
seront assumés par les Etats partie, et les Etats non
parties à la présente Convention participant à ces assem-
blées ou conférences selon le barème dûment ajusté
des quotes-parts des Nations Unies.

2 — Les coûts attribuables au Secrétaire général des
Nations Unies en vertu des articles 7 et 8 et les coûts
de toute mission d’établissement des faits seront assumés
par les Etats parties selon le barème dûment ajusté des
quotes-parts des Nations Unies.

Article 15
Signature

La présente Convention, faite à Oslo, Norvège, le
18 septembre 1997, sera ouverte à la signature de tous

les Etats à Ottawa, Canada, du 3 décembre 1997 au
4 décembre 1997, et au Siège des Nations Unies à New
York du 5 décembre 1997 jusqu’à son entrée en vigueur.

Article 16

Ratification, acceptation, approbation ou adhésion

1 — La présente Convention est soumise à la rati-
fication, l’acceptation ou l’approbation des Signataires.

2 — La présente Convention sera ouverte à l’adhésion
de tout Etat non signataire.

3 — Les instruments de ratification, d’acceptation,
d’approbation ou d’adhésion seront déposés auprès du
Dépositaire.

Article 17

Entrée en vigueur

1 — La présente Convention entrera en vigueur le
premier jour du sixième mois suivant celui au cours
duquel le 40e instrument de ratification, d’acceptation,
d’approbation ou d’adhésion aura été déposé.

2 — Pour tout Etat qui dépose son instrument de rati-
fication, d’acceptation, d’approbation ou d’adhésion
après la date de dépôt du 40e instrument de ratification,
d’acceptation, d’approbation ou d’adhésion, la présente
Convention entrera en vigueur le premier jour du
sixième mois après la date à laquelle cet Etat aura déposé
son instrument de ratification, d’acceptation, d’appro-
bation ou d’adhésion.

Article 18

Application à titre provisoire

Un Etat peut, au moment de la ratification, de l’ac-
ceptation, de l’approbation de la présente Convention
ou de l’adhésion à celle-ci, déclarer qu’il en appliquera,
à titre provisoire, le paragraphe 1 de l’article 1, en atten-
dant l’entrée en vigueur de la présente Convention.

Article 19

Réserves

Les articles de la présente Convention ne peuvent
faire l’objet de réserves.

Article 20

Durée et retrait

1 — La présente Convention a une durée illimitée.
2 — Chaque Etat partie a le droit, dans l’exercice de

sa souveraineté nationale, de se retirer de la présente
Convention. Il doit notifier ce retrait à tous les autres
Etats parties, au Dépositaire et au Conseil de sécurité
des Nations Unies. Cet instrument de retrait inclut une
explication complète des raisons motivant ce retrait.

3 — Le retrait ne prend effet que six mois après récep-
tion de l’instrument de retrait par le Dépositaire. Cepen-
dant, si à l’expiration de ces six mois, l’Etat partie qui
se retire est engagé dans un conflit armé, le retrait ne
prendra pas effet avant la fin de ce conflit armé.

4 — Le retrait d’un Etat partie de la présente Con-
vention n’affecte en aucune manière le devoir des Etats
de continuer à remplir leurs obligations en vertu des
règles pertinentes du droit international.
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Article 21

Dépositaire

Le Secrétaire général des Nations Unies est désigné
par les présentes comme le Dépositaire de la présente
Convention.

Article 22

Textes authentiques

L’original de la présente Convention, dont les textes
rédigés en anglais, arabe, chinois, espagnol, français et
russe sont également authentiques, est déposé auprès
du Secrétaire général des Nations Unies.
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CONVENÇÃO SOBRE A PROIBIÇÃO DA UTILIZAÇÃO, ARMAZENA-
GEM, PRODUÇÃO E TRANSFERÊNCIA DE MINAS ANTIPESSOAL
E SOBRE A SUA DESTRUIÇÃO.

Preâmbulo

Os Estados Partes:

Decididos a pôr fim ao sofrimento e à perda de
vidas humanas pelas minas antipessoal, que
matam ou mutilam centenas de pessoas todas
as semanas, na grande maioria civis inocentes
e indefesos, especialmente crianças, inibem o
desenvolvimento económico e a reconstrução,
inibem o repatriamento de refugiados e de pes-
soas deslocadas a nível interno, para além de
outras consequências graves que se verificam
durante muitos anos após a sua colocação;

Convencidos de que é necessário fazer todos os
esforços possíveis para fazer face, de forma eficaz
e coordenada, ao desafio que representa a remo-
ção de minas antipessoal disseminadas por todo
o mundo e de garantir a sua destruição;

Desejando fazer todos os esforços possíveis na pres-
tação de assistência para cuidar e reabilitar as
vítimas das minas, incluindo a sua reintegração
social e económica;

Reconhecendo que a proibição total de minas anti-
pessoal seria também uma importante medida
criadora de confiança;

Acolhendo com satisfação a adopção do Protocolo
sobre a Proibição ou Limitação da Utilização
de Minas, Armadilhas e Outros Dispositivos,
conforme foi modificado em 3 de Maio de 1996
e anexo à Convenção sobre a Proibição ou Limi-
tação do Uso de Certas Armas Convencionais
Que Podem Ser Consideradas como Produzindo
Efeitos Traumáticos ou Ferindo Indiscriminada-
mente, e apelando a todos os Estados para uma
rápida ratificação do referido Protocolo;

Acolhendo com satisfação, ainda, a adopção da
Resolução n.o 51/45 S, de 10 de Dezembro de
1996, da Assembleia Geral das Nações Unidas,
exortando todos os Estados Partes a prosseguir
sem demora as negociações relativas a um acordo
internacional eficaz e juridicamente vinculativo
para banir a utilização, armazenagem, produção
e transferência de minas antipessoal;

Acolhendo com satisfação, também, as medidas
tomadas nos últimos anos, a nível unilateral, e
multilateral, com vista a proibir, limitar ou sus-
pender a utilização, armazenagem, produção e
transferência de minas antipessoal;

Salientando o papel que desempenham os ditames
da consciência pública no fomento dos princípios
humanitários, como comprova o apelo à inter-
dição total de minas antipessoal, e reconhecendo
os esforços empreendidos pelo Movimento
Internacional da Cruz Vermelha e do Crescente
Vermelho, a Campanha Internacional para a
Proibição de Minas e outras numerosas orga-
nizações não governamentais de todo o mundo;

Recordando a Declaração de Otava de 5 de Outu-
bro de 1996 e a Declaração de Bruxelas de 27
de Junho de 1997, exortando a comunidade inter-
nacional a prosseguir sem demora as negociações
relativas a um acordo internacional eficaz e juri-
dicamente vinculativo para banir a utilização,
armazenagem, produção e transferência de
minas antipessoal;

Sublinhando a oportunidade de suscitar a adesão
de todos os Estados à presente Convenção e deci-
didos a trabalhar energicamente para promover
a sua universalidade em todos os fora pertinen-
tes, incluindo, entre outros, as Nações Unidas,
a Conferência do Desarmamento, as organiza-
ções e grupos regionais e as conferências de
exame da Convenção sobre a Proibição ou Limi-
tação do Uso de Certas Armas Convencionais
Que Podem Ser Consideradas como Produzindo
Efeitos Traumáticos ou Ferindo Indiscrimina-
damente;

Baseando-se no princípio do direito internacional
segundo o qual o direito das partes num conflito
armado de escolher os métodos ou os meios de
guerra não é limitado, e sobre o princípio que
proíbe a utilização, nos conflitos armados, de
armas, projécteis, materiais e métodos de guerra
de tal natureza que causem males supérfulos e
sofrimento desnecessário, e no princípio segundo
o qual é necessário fazer uma distinção entre
civis e combatentes;
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acordaram no seguinte:

Artigo 1.o

Obrigações gerais

1 — Cada Estado Parte compromete-se, quaisquer
que sejam as circunstâncias, a nunca:

a) Utilizar minas antipessoal;
b) Desenvolver, produzir, adquirir de outra forma,

armazenar, conservar ou transferir para outrem,
directa ou indirectamente, minas antipessoal;

c) Ajudar, encorajar ou induzir outrem, por qual-
quer forma, a participar numa actividade proi-
bida a um Estado Parte ao abrigo da presente
Convenção.

2 — Cada Estado Parte compromete-se a destruir ou
a assegurar a destruição de todas as minas antipessoal,
em conformidade com as disposições da presente
Convenção.

Artigo 2.o

1 — Por «mina antipessoal» entende-se uma mina
concebida para explodir devido à presença, proximidade
ou contacto de uma pessoa e destinada a incapacitar,
ferir ou matar uma ou várias pessoas. As minas con-
cebidas para explodir pela presença, proximidade ou
contacto de um veículo, e não de uma pessoa, que estão
munidas com dispositivos antimanipulação não são con-
sideradas minas antipessoal pelo facto de possuírem esse
dispositivo.

2 — Por «mina» entende-se a munição colocada sob,
no ou perto do solo ou de outra superfície e concebida
para explodir pela presença, proximidade ou contacto
de uma pessoa ou de um veículo.

3 — Por «dispositivo antimanipulação» entende-se
um dispositivo destinado a proteger uma mina, o qual
é parte integrante desta, está ligado ou agregado a esta
ou colocado por baixo desta, e que é activado em caso
de tentativa de manipulação ou activação intencional
da mina.

4 — Por «transferência» entende-se para além da des-
locação física de minas para o interior ou exterior do
território nacional, à transferência do direito de pro-
priedade e de controlo dessas minas, mas não envolve
a transferência de um território no qual tenham sido
colocadas minas antipessoal.

5 — Por «zona minada» entende-se uma zona que
é considerada perigosa devido a presença ou suspeita
de presença de minas.

Artigo 3.o

Excepções

1 — Sem prejuízo das obrigações gerais previstas no
artigo 1.o, será permitida a conservação ou transferência
de uma quantidade de minas antipessoal para o desen-
volvimento e treino de técnicas de detecção, levanta-
mento ou destruição de minas. Essa quantidade de minas
não deverá exceder a quantidade mínima absolutamente
necessária para os fins acima mencionados.

2 — É autorizada a transferência de minas antipessoal
para fins de destruição.

Artigo 4.o

Destruição das minas antipessoal armazenadas

Com excepção do disposto no artigo 3.o, cada Estado
Parte compromete-se a destruir ou garantir a destruição
de todas as minas antipessoal armazenadas de sua pro-
priedade ou na sua posse, ou que se encontrem em
qualquer local sob a sua jurisdição ou controlo, com
a brevidade possível, e o mais tardar num prazo de qua-
tro anos após a entrada em vigor da presente Convenção
para esse Estado Parte.

Artigo 5.o

Destruição das minas antipessoal colocadas nas zonas minadas

1 — Cada Estado Parte compromete-se a destruir ou
a garantir a destruição de todas as minas antipessoal
colocadas nas zonas minadas sob a sua jurisdição ou
controlo, com a brevidade possível e o mais tardar
10 anos após a entrada em vigor da presente Convenção
para esse Estado Parte.

2 — Cada Estado Parte esforçar-se-á por identificar
todas as zonas sob a sua jurisdição ou controlo nas quais
existam ou se suspeite que tenham sido colocadas minas
antipessoal e tomará todas as medidas necessárias, com
a brevidade possível, para que todas as zonas minadas,
sob a sua jurisdição ou controlo, onde tenham sido colo-
cadas minas tenham o perímetro demarcado, estejam
vigiadas e protegidas por cercas ou outros meios, por
forma a impedir de forma eficaz que os civis não as
penetrem, até que todas as minas antipessoal colocadas
nessas zonas minadas tenham sido destruídas. A sina-
lização deverá estar, pelo menos, em conformidade com
as normas estabelecidas no Protocolo sobre a Proibição
ou Limitação ou Utilização de Minas, Armadilhas e
Outros Dispositivos, conforme foi modificado em 3 de
Maio de 1996 e anexo à Convenção sobre a Proibição
ou Limitação do Uso de Certas Armas Convencionais
Que Podem Ser Consideradas como Produzindo Efeitos
Traumáticos ou Ferindo Indiscriminadamente.

3 — No caso em que um Estado Parte crê não con-
seguir destruir ou garantir a destruição de todas as minas
antipessoal referidas no parágrafo 1 no prazo previsto,
poderá apresentar, na reunião dos Estados Partes ou
na conferência de revisão, um pedido do período de
prorrogação, até um máximo de 10 anos, para concluir
a destruição dessas minas antipessoal.

4 — No pedido deverá constar:

a) A duração da prorrogação proposta;
b) Uma explicação pormenorizada justificando as

razões para o pedido de prorrogação, incluindo:

i) A preparação e o ponto de situação do
trabalho efectuado no âmbito dos pro-
gramas nacionais de desminagem;

ii) Os meios financeiros e técnicos de que
o Estado Parte dispõe para efectuar a
destruição de todas as minas antipessoal;
e

iii) As circunstâncias que impeçam o Estado
Parte de destruir todas as minas antipes-
soal nas zonas minadas;

c) As implicações humanitárias, sociais, económi-
cas e ambientais da prorrogação; e

d) Qualquer outra informação pertinente relativa
à prorrogação proposta.
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5 — A reunião dos Estados Partes ou a conferência
de revisão avaliará, tendo em conta os factos enunciados
no parágrafo 4, o pedido e decidirá por maioria de votos
dos Estados Partes presentes se a prorrogação é con-
cedida.

6 — A referida prorrogação pode ser renovada
mediante a apresentação de um novo pedido em con-
formidade com os parágrafos 3, 4 e 5 do presente artigo.
O Estado Parte deverá juntar ao novo pedido de pror-
rogação suplementar informação adicional pertinente
relativamente ao que foi efectuado durante o anterior
período de prorrogação.

Artigo 6.o

Cooperação e assistência internacionais

1 — No cumprimento das suas obrigações ao abrigo
da presente Convenção, cada Estado Parte tem o direito
de solicitar e receber assistência de outros Estados Par-
tes, sempre que for viável e na medida do possível.

2 — Cada Estado Parte compromete-se a facilitar o
intercâmbio, mais completo possível, de equipamento,
material e informação científica e técnica relacionada
com a aplicação da presente Convenção e terá o direito
de participar nesse intercâmbio. Os Estados Partes não
imporão restrições indevidas ao fornecimento, para fins
humanitários, de equipamento para a desminagem e de
informação técnica correspondente.

3 — Cada Estado Parte que esteja em condições de
o fazer fornecerá assistência para cuidados e reabilitação
das vítimas das minas e sua integração social e eco-
nómica, bem como para os programas de sensibilização
sobre minas. Esta assistência pode ser fornecida, inter
alia, através do sistema das Nações Unidas, de orga-
nizações ou instituições internacionais, regionais ou
nacionais, do Comité Internacional da Cruz Vermelha
e das sociedades nacionais da Cruz Vermelha e do Cres-
cente Vermelho e da sua Federação Internacional, de
organizações não governamentais, ou numa base bila-
teral.

4 — Cada Estado Parte que esteja em condições de
o fazer fornecerá assistência para a desminagem e acti-
vidades conexas. Essa assistência poderá ser fornecida,
inter alia, através do sistema das Nações Unidas, de orga-
nizações ou instituições internacionais ou regionais, de
organizações não governamentais, ou numa base bila-
teral, ou contribuindo para o Fundo Voluntário das
Nações Unidas para a Assistência à Desminagem ou
outros fundos regionais relacionados com a desmi-
nagem.

5 — Cada Estado Parte que esteja em condições de
o fazer fornecerá assistência para a destruição de minas
antipessoal armazenadas.

6 — Cada Estado Parte compromete-se a facultar
informação à base de dados sobre desminagem esta-
belecida no sistema das Nações Unidas, em especial,
informação relativa aos diversos meios e tecnologias de
desminagem, bem como listas de peritos, organismos
especializados ou pontos de contacto nacionais para a
desminagem.

7 — Os Estados Partes podem solicitar às Nações
Unidas, às organizações regionais, a outros Estados Par-
tes ou a outros fora intergovernamentais ou não gover-
namentais competentes que auxiliem as suas autoridades
na elaboração de um programa nacional de desminagem
com vista a determinar, inter alia:

a) A amplitude e âmbito do programa das minas
antipessoal;

b) Os recursos financeiros, tecnológicos e humanos
necessários para a implementação do programa;

c) Uma estimativa do número de anos necessários
para destruir todas as minas antipessoal das
zonas minadas sob a jurisdição ou controlo do
Estado Parte em causa;

d) As actividades de sensibilização sobre o pro-
blema das minas com o objectivo de reduzir
a incidência de ferimentos ou mortes causadas
pelas minas;

e) Assistência às vítimas das minas;
f) As relações entre o governo do Estado Parte

em causa e as entidades governamentais, inter-
governamentais ou não governamentais perti-
nentes que participarão na aplicação do pro-
grama.

8 — Cada Estado Parte que proporcione ou receba
assistência segundo as disposições do presente artigo
cooperará com vista a assegurar a aplicação rápida e
integral dos programas de assistência acordados.

Artigo 7.o

Medidas de transparência

1 — Cada Estado Parte informará o Secretário-Geral
das Nações Unidas, com a prontidão possível, mas o
mais tardar 180 dias a partir da entrada em vigor da
presente Convenção para esse Estado, sobre:

a) As medidas de aplicação a nível nacional segundo
o previsto no artigo 9.o;

b) O número total de minas antipessoal armaze-
nadas que sejam sua propriedade ou estejam
na sua posse, ou que estejam sob a sua jurisdição
ou controlo, incluindo a descrição do tipo, quan-
tidade e, se possível, os números dos lotes de
cada tipo de mina antipessoal armazenado;

c) Na medida do possível, a localização de todas
as zonas minadas sob a sua jurisdição ou con-
trolo nas quais existam ou se suspeite que
tenham sido colocadas minas antipessoal,
incluindo a informação mais pormenorizada
possível relativamente ao tipo e à quantidade
de cada tipo de minas antipessoal colocadas em
cada zona minada e a data da sua colocação;

d) Os tipos, quantidades e, se possível, os números
dos lotes de todas as minas antipessoal retidas
ou transferidas para o desenvolvimento e treino
de técnicas de detecção, desminagem ou des-
truição de minas, ou as que foram transferidas
para fins de destruição, bem como as instituições
autorizadas por um Estado Parte a reter ou a
transferir minas antipessoal, em conformidade
com o artigo 3.o;

e) O ponto de situação dos programas de conver-
são ou de encerramento definitivo das insta-
lações de produção de minas antipessoal;

f) O ponto de situação dos programas de destrui-
ção de minas antipessoal, em conformidade com
os artigos 4.o e 5.o, incluindo os pormenores
dos métodos a utilizar na destruição, a loca-
lização de todos os locais de destruição e as
normas aplicáveis em matéria de segurança e
protecção do meio ambiente a serem obser-
vadas;

g) Os tipos e quantidades de todas as minas anti-
pessoal destruídas após a entrada em vigor da
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Convenção para esse Estado Parte, incluindo
a descrição da quantidade de cada tipo de mina
antipessoal destruída, em conformidade com os
artigos 4.o e 5.o respectivamente, bem como,
se possível, os números dos lotes de cada tipo
de mina antipessoal no caso de uma destruição
em conformidade com o artigo 4.o;

h) As características técnicas de cada tipo de mina
antipessoal produzida, que sejam conhecidas, e
aquelas que actualmente sejam propriedade ou
estejam na posse de um Estado Parte, incluindo,
sempre que seja razoavelmente possível, a infor-
mação que possa facilitar a identificação e o
levantamento das minas antipessoal; no mínimo,
a informação incluirá as dimensões caracterís-
ticas do iniciador, do explosivo e do corpo metá-
lico, as fotografias a cores e qualquer outra
informação que possa facilitar a desminagem; e

i) As medidas tomadas para avisar de forma ime-
diata e eficaz a população sobre todas as áreas
a que se refere o parágrafo 2 do artigo 5.o

2 — A informação facultada, em conformidade com
este artigo, será actualizada anualmente por cada Estado
Parte relativamente ao ano civil anterior e será apre-
sentada ao Secretário-Geral das Nações Unidas o mais
tardar em 30 de Abril de cada ano.

3 — O Secretário-Geral das Nações Unidas transmi-
tirá os relatórios recebidos aos Estados Partes.

Artigo 8.o

Ajuda e pedido de esclarecimento sobre o cumprimento

1 — Os Estados Partes concordarão em efectuar con-
sultas e em cooperar entre si relativamente à aplicação
das disposições da presente Convenção e trabalhar con-
juntamente em espírito de cooperação por forma a faci-
litar o cumprimento por parte dos Estados Partes das
suas obrigações ao abrigo da presente Convenção.

2 — Se um ou mais Estados Partes desejarem escla-
recer ou resolver questões relacionadas com o cumpri-
mento das disposições da presente Convenção, por parte
de outro Estado Parte, podem apresentar, por inter-
médio do Secretário-Geral das Nações Unidas, um
pedido de esclarecimento sobre o assunto a esse Estado
Parte. Esse pedido deverá conter toda a informação per-
tinente. Cada Estado Parte abster-se-á de solicitar pedi-
dos de esclarecimentos não fundamentados, por forma
a evitar a utilização abusiva desse mecanismo. O Estado
Parte que recebe um pedido de esclarecimento entregará
ao Estado Parte solicitante, por intermédio do Secre-
tário-Geral das Nações Unidas, toda a informação que
possa ajudar a esclarecer o assunto, no prazo máximo
de 28 dias após ter recebido o pedido.

3 — Se o Estado Parte solicitante não obtiver resposta
por intermédio do Secretário-Geral das Nações Unidas
dentro do prazo mencionado, que considere que esta
não é satisfatória, pode submeter o assunto à próxima
reunião dos Estados Partes através do Secretário-Geral
das Nações Unidas. O Secretário-Geral das Nações Uni-
das transmitirá a todos os Estados Partes o pedido apre-
sentado, acompanhado de toda a informação pertinente
relativa ao pedido de esclarecimento. Toda esse infor-

mação será transmitida ao Estado Parte solicitado, o
qual terá o direito de formular uma resposta.

4 — Aguardando a convocação de reunião dos Esta-
dos Partes, qualquer Estado Parte interessado poderá
solicitar ao Secretário-Geral das Nações Unidas que
exerça os seus bons ofícios por forma a facilitar os escla-
recimentos solicitados.

5 — O Estado Parte solicitante pode propor, por
intermédio do Secretário-Geral das Nações Unidas, a
convocação de uma reunião extraordinária dos Estados
Partes para examinar o assunto. O Secretário-Geral das
Nações Unidas comunicará a todos os Estados Partes
essa proposta e toda a informação apresentada pelos
Estados Partes interessados, solicitando-lhes que indi-
quem se estão a favor de uma reunião extraordinária
dos Estados Partes para examinar o assunto. No caso
em que, no prazo de 14 dias após a entrega dessa comu-
nicação, pelo menos um terço dos Estados Partes esteja
a favor da referida reunião extraordinária, o Secretá-
rio-Geral das Nações Unidas convocará essa reunião
extraordinária dos Estados Partes no prazo máximo de
14 dias. O quórum para essa reunião será constituído
pela maioria dos Estados Partes presentes.

6 — A reunião de Estados Partes ou a reunião
extraordinária dos Estados Partes, consoante o caso,
deverá determinar em primeiro lugar se haverá neces-
sidade de reexaminar o assunto, tendo em conta toda
a informação apresentada pelos Estados Partes interes-
sados. A reunião dos Estados Partes ou a reunião
extraordinária dos Estados Partes deverá fazer os pos-
síveis por tomar uma decisão por consenso. Se, apesar
de todos os esforços, não se conseguir chegar a acordo,
a decisão será tomada por maioria dos Estados Partes
presentes e votantes.

7 — Todos os Estados Partes cooperarão plenamente
com a reunião dos Estados Partes ou com a reunião
extraordinária dos Estados Partes na avaliação do
assunto, incluindo as missões de apuramento de factos
autorizadas em conformidade com o parágrafo 8.

8 — Caso sejam necessários mais esclarecimentos, a
reunião dos Estados Partes ou a reunião extraordinária
dos Estados Partes autorizará uma missão de apuramento
de factos e decidirá o seu mandato por maioria dos Esta-
dos Partes presentes e votantes. Em qualquer altura o
Estado Parte solicitado poderá convidar uma missão de
apuramento de factos ao seu território. A missão será
realizada sem que seja necessária uma decisão da reunião
dos Estados Partes ou da reunião extraordinária dos Esta-
dos Partes. A missão, composta por um máximo de nove
peritos, designados e aprovados em conformidade com
os parágrafos 9 e 10, poderá recolher informação adicional
relativa ao cumprimento questionado, in situ, ou noutros
locais directamente relacionados com o assunto do cum-
primento questionado sob a jurisdição ou controlo do
Estado Parte solicitado.

9 — O Secretário-Geral das Nações Unidas preparará
e actualizará uma lista com os nomes e nacionalidades
de peritos qualificados, bem como outros dados per-
tinentes recebidos dos Estados Partes, e comunicá-la-á
a todos os Estados Partes. O perito incluído nesta lista
ficará designado para todas as missões de apuramento
de factos, a menos que um Estado Parte se oponha
por escrito à sua designação. No caso de oposição, o
perito não participará nas missões de determinação de
factos no território ou em qualquer outro local sob juris-
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dição ou controlo do Estado Parte que se opôs à sua
designação, desde que a recusa se tenha verificado antes
da nomeação do perito para a referida missão.

10 — Após recepção de um pedido procedente da
reunião dos Estados Partes ou da reunião extraordinária
dos Estados Partes, o Secretário-Geral das Nações Uni-
das designará, após consulta com o Estado Parte soli-
citante, os membros da missão, incluindo o seu chefe.
Os nacionais dos Estados Partes solicitando a missão
de apuramento de factos, ou todos os Estados Partes
que sejam directamente afectados, não poderão ser
nomeados para a missão. Os membros da missão de
apuramento de factos usufruirão dos privilégios e imu-
nidades previstos no artigo VI da Convenção sobre os
Privilégios e Imunidades das Nações Unidas, adoptada
em 13 de Fevereiro de 1946.

11 — Após um pré-aviso mínimo de setenta e duas
horas, os membros da missão de apuramento de factos
chegarão, logo que possível, ao território do Estado
Parte solicitado. O Estado Parte solicitado tomará as
medidas administrativas necessárias para receber, trans-
portar e alojar a missão e será responsável por pro-
videnciar a segurança dos membros da missão até onde
for possível e enquanto estes estiverem no território
sob o seu controlo.

12 — Sem prejuízo da soberania do Estado Parte soli-
citado, a missão de apuramento de factos poderá trazer
para o território do Estado Parte solicitado apenas o
equipamento necessário, que será exclusivamente uti-
lizado na recolha de informação para o esclarecimento
do assunto do cumprimento. Antes da chegada, a missão
informará o Estado Parte solicitado quanto ao equi-
pamento que tenciona utilizar no decorrer da missão
de apuramento de factos.

13 — O Estado Parte solicitado fará todos os esforços
possíveis para garantir que seja facultada à missão de
apuramento de factos a possibilidade de falar com todas
as pessoas que possam fornecer informação relativa ao
assunto do cumprimento.

14 — O Estado Parte solicitado facultará à missão
de apuramento de factos o acesso a todas as zonas e
instalações sob o seu controlo onde se preveja ser pos-
sível recolher factos relativos ao cumprimento questio-
nado. O acesso estará sujeito às disposições que o Estado
Parte considere necessárias para:

a) A protecção de equipamentos, informações e
zonas sensíveis;

b) A protecção de obrigações constitucionais que
o Estado Parte solicitado possa ter relativa-
mente a direitos de propriedade, registos e
apreensão, ou outros direitos constitucionais; ou

c) A protecção e segurança física dos membros
da missão de apuramento de factos.

No caso em que o Estado Parte solicitado adopte
essas disposições, deverá fazer todos os esforços razoá-
veis para demonstrar, através de meios alternativos, o
cumprimento da presente Convenção.

15 — A missão de apuramento de factos permanecerá
no território do Estado Parte solicitado por um período
máximo de 14 dias, e em qualquer local determinado
nunca mais de 7 dias, a menos que acordado de outra
forma.

16 — Toda a informação fornecida a título confiden-
cial e que não esteja relacionada com o assunto relativo
à missão de apuramento de factos deverá ser tratada
numa base confidencial.

17 — A missão de apuramento de factos informará,
por intermédio do Secretário-Geral das Nações Unidas,
a reunião dos Estados Partes ou a reunião extraordinária
dos Estados Partes sobre os resultados do apuramento
dos factos.

18 — A reunião dos Estados Partes ou a reunião
extraordinária dos Estados Partes examinará toda a
informação pertinente, incluindo o relatório submetido
pela missão de apuramento de factos e poderá pedir
ao Estado Parte solicitado que tome medidas para resol-
ver o assunto do cumprimento num prazo estipulado.
O Estado Parte solicitado informará quanto a todas as
medidas tomadas para resolver esse pedido.

19 — A reunião dos Estados Partes ou a reunião
extraordinária dos Estados Partes poderá sugerir aos
Estados Partes interessados meios e formas para escla-
recer mais ainda ou resolver o assunto em consideração,
incluindo a abertura de procedimentos apropriados em
conformidade com o direito internacional. Nos casos
em que se determine que o assunto em causa se deve
a circunstâncias fora do controlo do Estado Parte soli-
citado, a reunião dos Estados Partes poderá recomendar
medidas apropriadas, incluindo o recurso às medidas
de cooperação referidas no artigo 6.o

20 — A reunião dos Estados Partes ou a reunião
extraordinária dos Estados Partes fará o possível por
adoptar as decisões referidas nos parágrafos 18 e 19
por consenso, e, caso não seja possível, as decisões serão
tomadas por maioria de dois terços dos Estados Partes
presentes e votantes.

Artigo 9.o

Medidas de aplicação nacionais

Cada Estado Parte adoptará todas as medidas per-
tinentes, incluindo medidas legais, administrativas e de
outra índole, incluindo a imposição de sanções penais,
para evitar e impedir qualquer actividade proibida a
um Estado Parte ao abrigo da presente Convenção,
cometidas por pessoas, ou num território sob a sua juris-
dição ou controlo.

Artigo 10.o

Resolução de diferendos

1 — Os Estados Partes consultar-se-ão e cooperarão
entre si para resolver qualquer disputa que possa surgir
relativamente à aplicação ou interpretação da presente
Convenção. Cada Estado Parte poderá apresentar a
questão do diferendo à reunião dos Estados Partes.

2 — A reunião dos Estados Partes poderá contribuir
para a resolução de um diferendo pelos meios que con-
siderar adequados, incluindo a oferta dos seus bons ofí-
cios, convidando os Estados Partes no diferendo a iniciar
o processo de resolução que tiverem escolhido e reco-
mendando um prazo para o procedimento acordado.

3 — O presente artigo é sem prejuízo das disposições
da presente Convenção relativas à ajuda e esclareci-
mento do seu cumprimento.

Artigo 11.o

Reuniões dos Estados Partes

1 — Os Estados Partes reunir-se-ão regularmente
para examinar qualquer assunto relativo à implemen-
tação ou aplicação da presente Convenção, incluindo:

a) O funcionamento e o estatuto da presente
Convenção;
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b) Os assuntos relacionados com os relatórios
apresentados ao abrigo das disposições da pre-
sente Convenção;

c) A cooperação e a assistência internacionais de
acordo com o previsto no artigo 6.o;

d) O desenvolvimento de tecnologias para a remo-
ção de minas antipessoal;

e) Os pedidos dos Estados Partes referidos no
artigo 8.o; e

f) As decisões relativas à apresentação de pedidos
dos Estados Partes, em conformidade com o
artigo 5.o

2 — A primeira reunião dos Estados Partes será con-
vocada pelo Secretário-Geral das Nações Unidas no
prazo máximo de um ano após a entrada em vigor da
presente Convenção. As reuniões subsequentes serão
convocadas anualmente pelo Secretário-Geral das
Nações Unidas até à primeira conferência de revisão.

3 — Em virtude das disposições previstas no artigo 8.o,
o Secretário-Geral das Nações Unidas convocará uma
reunião extraordinária dos Estados Partes.

4 — Os Estados não Partes na presente Convenção,
bem como as Nações Unidas, outras organizações ou
instituições internacionais pertinentes, organizações
regionais, o Comité Internacional da Cruz Vermelha
e organizações não governamentais pertinentes, podem
ser convidados a assistir a estas reuniões como obser-
vadores, de acordo com as regras de procedimento
acordadas.

Artigo 12.o

Conferências de revisão

1 — O Secretário-Geral das Nações Unidas convo-
cará uma conferência de revisão cinco anos após a
entrada em vigor da presente Convenção. O Secretá-
rio-Geral das Nações Unidas convocará outras confe-
rências de revisão caso um ou mais Estados Partes o
solicitem, desde que o intervalo entre estas não seja
inferior a cinco anos. Todos os Estados Partes na pre-
sente Convenção serão convidados a assistir a cada con-
ferência de revisão.

2 — A Conferência de Revisão terá como objectivo:

a) Examinar o funcionamento e o estatuto da pre-
sente Convenção;

b) Avaliar a necessidade de convocar posteriores
reuniões dos Estados Partes referidos no pará-
grafo 2 do artigo 11.o e determinar o intervalo
entre essas reuniões;

c) Tomar decisões sobre a apresentação dos pedi-
dos dos Estados Partes previstos no artigo 5.o;

d) Adoptar no seu relatório final, quando neces-
sário, as conclusões relativas à implementação
da presente Convenção.

3 — Os Estados não Partes na presente Convenção,
bem como as Nações Unidas, outras organizações ou
instituições internacionais pertinentes, organizações
regionais, o Comité Internacional da Cruz Vermelha
e organizações não governamentais, podem ser convi-
dados a assistir a cada conferência de revisão como
observadores, de acordo com as regras de procedimento
acordadas.

Artigo 13.o

Emendas

1 — Após a entrada em vigor da presente Convenção,
qualquer Estado Parte pode, a todo o momento, propor
emendas à presente Convenção. Qualquer proposta de
emenda será comunicada ao depositário, que a trans-
mitirá a todos os Estados Partes e pedirá a sua opinião
quanto à convocação de uma conferência para emenda
para examinar a proposta. Se uma maioria de Estados
Partes notifica ao depositário, o mais tardar 30 dias
após a distribuição da proposta de emenda, que está
a favor de uma apreciação da proposta, o depositário
convocará uma conferência para emenda, para a qual
serão convidados todos os Estados Partes.

2 — Os Estados não Partes na presente Convenção,
bem como as Nações Unidas, outros organismos inter-
nacionais ou instituições pertinentes, organizações
regionais, o Comité Internacional da Cruz Vermelha
e organizações não governamentais, podem ser convi-
dados a assistir à conferência para emenda como obser-
vadores, de acordo com as regras de procedimento
acordadas.

3 — A conferência para emenda realizar-se-á imedia-
tamente após uma reunião dos Estados Partes ou uma
reunião extraordinária dos Estados Partes, a menos que
uma maioria de Estados Partes solicite que se realize
antes.

4 — Qualquer emenda à presente Convenção será
adoptada por uma maioria de dois terços dos Estados
Partes presentes e votantes na conferência para emenda.
O depositário comunicará qualquer emenda adoptada
pelos Estados Partes.

5 — Qualquer emenda à presente Convenção entrará
em vigor para todos os Estados Partes da presente Con-
venção que a tenham aceite, quando a maioria dos Esta-
dos Partes depositar junto do depositário os seus ins-
trumentos de aceitação. Entrará em vigor para os outros
Estados Partes na data em que fizerem o depósito do
seu instrumento de aceitação.

Artigo 14.o

Despesas

1 — As despesas das reuniões dos estados Partes, reu-
niões extraordinárias dos Estados Partes, conferências
de revisão e conferências para emenda serão assumidas
pelos Estados Partes e pelos Estados não Partes na pre-
sente Convenção que nelas participem, de acordo com
a escala de quotas das Nações Unidas devidamente
ajustada.

2 — As despesas contraídas pelo Secretário-Geral das
Nações Unidas de acordo com os artigos 7.o e 8.o e
as despesas de qualquer missão de apuramento de factos
serão assumidas pelos Estados Partes em conformidade
com a escala de quotas das Nações Unidas devidamente
ajustada.

Artigo 15.o

Assinatura

A presente Convenção, feita em Oslo, Noruega, em
18 de Setembro de 1997, estará aberta à assinatura de
todos os Estados em Otava, Canadá, de 3 a 4 de Dezem-
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bro de 1997, e na sede das Nações Unidas, em Nova
Iorque, a partir de 5 de Dezembro de 1997 até à sua
entrada em vigor.

Artigo 16.o

Ratificação, aceitação, aprovação ou adesão

1 — A presente Convenção será submetida a ratifi-
cação, aceitação ou aprovação pelos signatários.

2 — A presente Convenção estará aberta à adesão
de qualquer Estado não signatário.

3 — Os instrumentos de ratificação, aceitação, apro-
vação ou adesão serão depositados junto do depositário.

Artigo 17.o

Entrada em vigor

1 — A presente Convenção entrará em vigor no 1.o dia
do 6.o mês após a data de depósito do 40.o instrumento
de ratificação, aceitação, aprovação ou adesão.

2 — Para qualquer Estado que deposite o seu ins-
trumento de ratificação, aceitação, aprovação ou adesão
após a data de depósito do 40.o instrumento de rati-
ficação, aceitação, aprovação ou adesão, a presente Con-
venção entrará em vigor no 1.o dia do 6.o mês a partir
da data em que esse Estado tenha depositado o seu
instrumento de ratificação, aceitação, aprovação ou
adesão.

Artigo 18.o

Aplicação a título provisório

Qualquer Estado pode, quando depositar o seu ins-
trumento de ratificação, aceitação, aprovação ou adesão,
declarar que aplicará a título provisório o parágrafo 1
do artigo 1.o da presente Convenção até à sua entrada
em vigor.

Artigo 19.o

Reservas

Não poderão ser formuladas reservas aos artigos da
presente Convenção.

Artigo 20.o

Duração e denúncia

1 — A presente Convenção terá duração ilimitada.
2 — Cada Estado Parte terá, no exercício da sua sobe-

rania nacional, o direito de denunciar a presente Con-
venção. Esse Estado Parte notificará dessa denúncia
todos os outros Estados Partes, o depositário e o Con-
selho de Segurança das Nações Unidas. Esse instru-
mento de denúncia incluirá uma explicação completa
sobre as razões que motivaram a denúncia.

3 — Essa denúncia só produzirá efeitos seis meses
após a recepção do instrumento de denúncia pelo depo-
sitário. No entanto, se no termo desse período de seis
meses o Estado Parte denunciante estiver envolvido num
conflito armado, a denúncia não produzirá efeitos antes
do final do conflito armado.

4 — A denúncia de um Estado Parte da presente Con-
venção não afectará de forma alguma o dever dos Esta-
dos de continuarem a cumprir com as obrigações con-
traídas ao abrigo das regras pertinentes do direito
internacional.

Artigo 21.o

Depositário

O Secretário-Geral das Nações Unidas é designado
como depositário da presente Convenção.

Artigo 22.o

Textos autênticos

O texto original da presente Convenção, cujos textos
em árabe, chinês, espanhol, francês, inglês e russo são
igualmente autênticos, será depositado junto do Secre-
tário-Geral das Nações Unidas.

Declaração de Rectificação n.o 3/99

Para os devidos efeitos se declara que a Lei
n.o 87/98 — altera a Lei n.o 127-B/97, de 20 de Dezembro
(Orçamento do Estado para 1998) —, publicada no Diá-
rio da República, 1.a série-A, n.o 294, de 22 de Dezembro
de 1998, saiu com a seguinte incorrecção, que assim
se rectifica:

No mapa II, «05 — Administração Interna», capí-
tulo 01, na coluna por capítulos, onde se lê
«2 917 500 contos» deve ler-se «25 524 447 contos».

Assembleia da República, 20 de Janeiro de 1999. —
A Secretária-Geral, Adelina Sá Carvalho.

MINISTÉRIO DAS FINANÇAS

Decreto-Lei n.o 20/99

de 28 de Janeiro

A experiência adquirida com a aplicação da regu-
lamentação comunitária em vigor desde 1 de Janeiro
de 1988, relativa à contrafacção, revelou a existência
de lacunas e deficiências que justificavam profundas
alterações, de modo a alcançar um maior grau de
eficácia.

A conclusão do Acordo sobre os Aspectos dos Direi-
tos de Propriedade Intelectual Relativos ao Comér-
cio (ADPIC), sob os auspícios do GATT, tornando mais
premente a necessidade de alteração daquele quadro
normativo, levou à adopção do Regulamento (CE)
n.o 3295/94, do Conselho, de 22 de Dezembro de 1994,
publicado no Jornal Oficial das Comunidades Europeias,
L 341, de 30 de Dezembro de 1994, que estabelece medi-
das destinadas a proibir a introdução em livre prática,
a exportação, a reexportação e a colocação sob um
regime suspensivo das mercadorias de contrafacção e
das mercadorias pirata.

Determinadas disposições do Regulamento remetem
para o direito interno de cada Estado membro a defi-
nição das suas condições de aplicação, o que, para uma
maior clareza jurídica, implica a reformulação do Decre-
to-Lei n.o 160/88, de 13 de Maio, adoptado em aplicação
da regulamentação comunitária que cessou entretanto
a sua vigência.

Neste quadro, importa reafirmar a competência da
autoridade aduaneira para decidir sobre o pedido de


